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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, de Justicia y Directora del Servicio Nacional de la Mujer.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor César Berguño Benavene.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Las actas de las sesiones  7ª, especial, secreta, en 21 de junio; 8ª y 9ª, ordinarias, en 21 y 22 de junio del año en curso, respectivamente, se encuentran en secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos (boletín Nº 3.885-07).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, acerca de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (boletín Nº 3.465-07), y



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales (boletín Nº 3.502-04).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el cuarto hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, con relación al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes para las autoridades que ejercen una función pública (boletín Nº 2.394-07).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el quinto y sexto hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, acerca de los siguientes proyectos, en segundo trámite constitucional:



1) El que modifica el decreto ley N° 321, de 1925, sobre libertad condicional (boletín Nº 3.854-17), y



2) El atinente a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el séptimo hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, tocante al proyecto, en segundo trámite constitucional, que ordena la publicación de leyes promulgadas como secretas en el período que indica (boletín Nº 3.307-07).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional los días 28 y 29 de junio del año en curso, para realizar una visita oficial en Ciudad de Panamá, República de Panamá, y la subrogación durante ese período, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Francisco Vidal Salinas.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo solicita el acuerdo del Senado para designar como consejeros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Eduardo Tarifeño Silva, Andrés Ignacio Couve Rioseco, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Rodrigo Azócar Guzmán, Carlos Merino Pinochet y Roberto Cabezas Bello, para lo cual hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5) del artículo 49 de la Carta Fundamental. (boletín Nº S 810-05). (Véase en los Anexos, documento        1 ).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, con el objeto de otorgar un subsidio al consumo eléctrico (boletín Nº 3.893-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo informa que acogió, con las enmiendas que señala, el proyecto de reforma que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica (boletines Nos 2.526-07 y 2.534-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento        2 ).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero da a conocer que aprobó el proyecto que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 3.885-07). (Véase en los Anexos, documento  3       ).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el cuarto comunica que otorgó  su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre los Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana” y su anexo, suscrito en la ciudad de Roma el 27 de febrero de 2002 (boletín Nº 3.570-10). (Véase en los Anexos, documento        4 ).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer acerca del proyecto que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia  a  juez  que  indica  para  conocer aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (boletines Nos 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, relativo a la extensión de zonas contiguas respecto de especies hidrobiológicas de la Décima y Undécima Regiones.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Cantero, referido a la posibilidad de incrementar la asignación de zona a funcionarios que indica.



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Moreno, sobre los planteamientos del Concejo Municipal de Pichilemu acerca de la instalación de un emisario submarino de aguas servidas.



Con el segundo da respuesta a un oficio, remitido en nombre de los Honorables señores Ávila, Bombal, Cantero, Canessa, Chadwick, Cordero, Espina, García, Horvath, Martínez, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Romero, Ruiz, Sabag, Vega, Andrés Zaldívar y Zurita, en cuanto a reliquidación de pensiones de los ex funcionarios de Gendarmería de Chile.



Con el tercero responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Cantero, concerniente a la inobservancia de las normas de protocolo en actos y ceremonias públicas donde asisten parlamentarios junto a ministros e intendentes.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable señor Espina, tocantes a reparación del canal La Victoria y pavimentación de la calle O’Higgins, en la comuna de Vilcún.



Con los dos siguientes responde igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor García, relativos a la reparación del camino de acceso a la comunidad de Cuno, en la comuna de Loncoche, y a la resolución adoptada con relación a las sanciones propuestas por la Contraloría General de la República a raíz de la investigación sobre la ejecución del proyecto “Mejoramiento Ruta 5 Sur, pasada por Temuco”.



Con el quinto da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Stange, sobre el proyecto denominado “Construcción Camino Acceso Paso Fronterizo Río Manso, (CMT), X Región”.



Con el sexto contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Moreno, respecto de la realización de estudios para la construcción de un puerto en la comuna de Pichilemu.



Del señor Ministro de Salud, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Prokurica, referente a las listas de espera para la atención de pacientes por médicos especialistas en los hospitales públicos.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Stange, acerca de problemas en la calidad de la construcción de las viviendas del proyecto denominado “Ciudad Satélite Alerce, Sector Norte, comuna de Puerto Varas”. 



Del señor Ministro de Agricultura, por medio del cual contesta un oficio enviado a solicitud de la Comisión de Agricultura, tocante a la situación de los productores de maíz del país. 



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Chadwick, referido al sistema de Plantas de Revisión Técnica de Vehículos en la Sexta Región.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo al proyecto denominado “Ecopueblo Jeinimeni”, en la comuna de Chile Chico. 



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre la posibilidad de realizar un proyecto experimental con energía mareomotriz en los canales de la Undécima Región.



Del señor Director subrogante del Servicio de Salud Araucanía Norte, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, respecto de la eventual infección intrahospitalaria generada en el Hospital de Angol.



Del señor Gerente General de BancoEstado, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relacionado con la instalación de un cajero automático en la comuna de Vilcún.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Oficio reservado



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, acerca de las falencias e insuficiencias de los inmuebles que indica de la prefectura de Malleco. 



--Queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Corporación.
Informes



Segundos informes de las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 3.502-04). (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la solicitud de rehabilitación de ciudadanía presentada por el señor Manuel Hernández Vidal (boletín Nº S 805-04).



--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Arancibia mediante la cual presenta un proyecto de ley que crea el Fondo para el Desarrollo Productivo de las ciudades de Valparaíso y San Antonio.



--Se declara inadmisible, por no acompañar la estimación del gasto y su fuente de financiamiento, en virtud de lo dispuesto en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo preceptuado en el inciso tercero y en el número 2.º del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.

El señor ROMERO (Presidente).- No obstante la declaración precedente, si le parece a la Sala, haremos llegar a Su Excelencia el Presidente de la República el oficio respectivo con el objeto de que otorgue su patrocinio a la iniciativa.



--Así se acuerda.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede seguir, señor Prosecretario.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- Gracias, señor Presidente.

Solicitud



Del señor Ricardo Alberto Trujillo Palacios, por medio de la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (boletín Nº S 809-04).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Permiso constitucional



Comunicación del Honorable señor Prokurica por medio de la cual, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 7 de julio en curso.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

RECIBIMIENTO A PRESIDENTE DEL CONGRESO DE PERÚ

El señor ROMERO (Presidente).- Excelentísimo señor Presidente del Congreso de Perú, doctor Antero Flores-Aráoz; señores Congresistas de ese país; Excelentísimo señor Embajador del Perú en Chile, don José Antonio Meier; señora Cónsul de Perú en Valparaíso, doña María Victoria Sbárbaro; señores Senadores y Diputados; señoras y señores: 


Introducción



Como Presidente del Senado, le reitero al señor Presidente de la Asamblea Legislativa de la hermana República del Perú, ahora en nuestra Sala de Sesiones, y en nombre de todos los miembros de esta Alta Corporación, la más cordial bienvenida a nuestro país.



Visitas oficiales como la suya, señor Presidente, le hacen bien a Chile y le hacen bien a Perú. 



En el contexto de nuestras relaciones bilaterales, la llamada “Diplomacia Parlamentaria” ha venido cumpliendo un rol de suma importancia. Y ha sido de la mayor trascendencia, ya que ha permitido contactos más fluidos y oportunos que los estructurados por nuestros respectivos Poderes Ejecutivos, los que en no pocas ocasiones dificultan el entendimiento y el logro de procesos políticos, debido al carácter muchas veces vinculante de dichos canales.



A nivel parlamentario no es así, ya que, como bien lo entendemos, nuestros acuerdos y conversaciones no obligan a los respectivos Estados. Es por ese mismo hecho que puede parecer una paradoja que la Diplomacia Parlamentaria se fortalezca por tal característica. Y ello es así, pues si bien tales contactos no permiten tomar decisiones vinculantes, sí ayudan -como ha quedado claramente demostrado en las últimas semanas- a constituir los consensos básicos necesarios, a nivel tanto de autoridades como de la sociedad misma, que facilitan los caminos, reanudan los diálogos y nos posibilitan  alcanzar acuerdos con el respaldo social y democrático que nuestra representatividad parlamentaria nos concede.



No podría ser de otra forma, desde el momento en que, en nuestra condición de Parlamentarios, estamos constituidos como la más genuina expresión de nuestras sociedades, constituyendo nuestras instituciones el espacio natural donde convergen las distintas sensibilidades y puntos de vista de los ciudadanos, tanto en sus mayorías gobernantes como en sus minorías opositoras. 



Desde esa perspectiva, nos es muy grato confirmar nuestro propósito de establecer lazos permanentes entre los Congresos de Chile y Perú, para lo cual hoy avanzamos un acuerdo en tal sentido.


La realidad de nuestras relaciones



Pero ambas naciones pueden hacer mucho más por superar el actual estado de sus relaciones bilaterales. 



Mientras el mundo entero se une en grandes alianzas económicas y sociales, nuestros países siguen atados a visiones confrontacionales por parte de algunos, sean chilenos o peruanos, sobre la forma de entender la convivencia histórica de los dos pueblos, lo cual ha contribuido de manera importante a recrear entre nosotros un modo de convivencia a veces receloso, a veces desconfiado y no pocas veces agresivo. 



Lo anterior ha ido moldeando una suerte de estructura de desconfianzas entre ambos países, lo cual ha llevado a que nuestras vinculaciones adquieran una dinámica cíclica, actuando desde el supuesto de la mala fe del otro, en una relación bilateral marcada reiteradamente por la ambigüedad y el inmovilismo, y que se manifiesta en una constante práctica de gestos y buenas intenciones, alternados por irrupciones, a veces destempladas, en las respectivas opiniones públicas ante cualquier problema que haga surgir las rivalidades y enojos inculcados por décadas a nuestros connacionales.



Por lo anterior es que, a pesar de las buenas intenciones manifestadas cada cierto tiempo por nuestros gobernantes, la realidad es que nuestras relaciones bilaterales aún están siendo afectadas por una lógica de competencia y desconfianza, que no contribuye a desarrollar el amplio y rico potencial que ellas tienen para beneficio de nuestras naciones.


Nuestros desafíos


Si bien el acercamiento comercial experimentado en el último tiempo por nuestros países es sin duda un paso decisivo e importante, ello debe ser más coherente con un cronograma más próximo y que responda con mayor urgencia a lo que nuestras realidades económico-sociales nos demandan. En el mundo actual, se nos exige oportunidad y realismo para la construcción de un mejor desarrollo compartido y una mejor y más fluida relación bilateral. ¡Qué mejor ejemplo dado en estos días que la oportuna estrategia energética que se acordara para el cono sur americano, y que nos abre insospechados alcances para otros importantes acuerdos!



Pero, más allá de lo anterior, resulta necesario crear consensos innovadores, sobre nuevas bases, que comprendan un espacio mucho mayor que el de las relaciones comerciales, y que contemple, entre otras materias, una necesaria y justa revisión histórica, simultánea en nuestro pasado común, con el fin de desmontar los elementos irracionales con que a veces, desgraciadamente más frecuentemente de lo que se quisiera, se ha estructurado una historiografía de nuestros desencuentros pasados que nos dividen y nos perjudican tanto a los unos como a los otros.



No podremos lograr una verdadera hermandad si se sigue inculcando a nuestros conciudadanos un sentido histórico que marcha a contracorriente de los tiempos actuales y que sólo alimenta los recelos mutuos entre nosotros.



Chile y Perú surgieron juntos y hermanados como naciones independientes y, ante las amenazas foráneas, siempre se encontraron unidos para enfrentar tales peligros.



Sin embargo, al desaparecer las amenazas europeas a nuestra independencia, volvimos sólo a mirar hacia adentro, a lo inmediato de nuestras fronteras, a la urgencia de las cosas locales y, en el intertanto, un mundo cambiante y muy distinto ha surgido a nuestro alrededor.



Hoy en día Chile y Perú deben hacer nuevamente frente, no ya a amenazas a su independencia, sino a desafíos en sus potenciales de desarrollo y a las prioridades de bienestar para sus pueblos. 



¡Éste es el desafío que nos impone una globalización en donde las oportunidades no esperan la superación de situaciones del pasado! Y, por el contrario, la conformación de un mundo estructurado en poderosos bloques comerciales implica desafíos que debemos afrontar juntos y no confrontados, con clara voluntad de que sea siempre el apego al Derecho la fórmula para resolver las dificultades, que sea la certeza jurídica la que posibilite nuestras mutuas inversiones y que nuestro vuelo sea en conjunto, ya que la globalización puede también convertirse en amenaza para nuestros comunes intereses.



Hoy, nuevamente Chile y Perú deben dejar de lado la mirada de corto alcance y volver la vista hacia el horizonte, hacia los desafíos que el mundo actual renovadamente nos reclama en pos del desarrollo y de la calidad de vida de nuestros ciudadanos. ¡Cómo no va a ser importante para nuestras relaciones preservar nuestros recursos marítimos de las depredaciones de quienes acechan en el límite de las históricas 200 millas que con acierto fijáramos en el pasado para cuidar el futuro del patrimonio de nuestro hijos y nietos!


Inmigración peruana


Uno de estos temas de futuro, señor Presidente, lo constituye la creciente inmigración peruana a Chile, la que por desgracia, a veces, ha dado testimonio de algunos abusos referidos a las condiciones laborales y de vida en que estas situaciones en general se plantean a veces, generando cuadros humanos complejos y muchas veces angustiantes.



Chile y Perú debemos asumir esta realidad, colocando todos los medios posibles para evitar que muchas personas, junto al dolor que implica abandonar el país de origen, donde dejan a veces familias y amigos, sume en su nueva patria el sufrimiento de verse solos y a veces indefensos en sus derechos.



Chile ha sido históricamente, señor Presidente, un país abierto y agradecido de la inmigración. Desde muy temprano hemos recibido a alemanes, a franceses, a palestinos, a judíos, a italianos, a croatas, a ingleses y a tantos otros, quienes se han constituido, en distintos momentos de nuestro desarrollo, en elementos fundamentales para el crecimiento y la consolidación de nuestra patria.



Como lo señalara el Santo Padre Juan Pablo II en su Mensaje con ocasión de la 90º Jornada Mundial del Emigrante y el Refugiado, del año 2004, nos decía a la letra: 



“Cuando las ‘diversidades’ se encuentran, integrándose, dan vida a una ‘convivencia de las diferencias’. Se redescubren los valores comunes a toda cultura, capaces de unir y no de separar; valores que hunden sus raíces en el idéntico humus humano. Eso ayuda a entablar un diálogo fecundo para construir un camino de tolerancia recíproca, realista y respetuosa de las peculiaridades de cada uno. En estas condiciones, el fenómeno de las migraciones contribuye a cultivar el ‘sueño’ de un futuro de paz para la humanidad entera.”.



Este fenómeno migratorio puede ser, por tanto, señor Presidente, una oportunidad más de afianzar los lazos humanos y culturales entre nuestros pueblos, tema en el cual, como legisladores, nos corresponde un papel de primer orden. Esta situación ejemplarmente puede ser convertida en una oportunidad para que los jóvenes inmigrantes tengan posibilidades educacionales y de capacitación para que puedan, al igual que sus pares chilenos, tener acceso a un mundo más humano y más cercano, en una globalización que tenga un rostro de hermano para nuestras naciones.


Palabras finales


Para finalizar, señor Presidente, me permito insistir en que nuestros respectivos Congresos Nacionales tienen mucho que aportar en la construcción y consolidación de verdaderas estructuras de paz y de amistad entre chilenos y peruanos.




Hace muy poco tiempo nuestras relaciones bilaterales se vieron perturbadas, como lo recordábamos, por fuertes declaraciones recíprocas sobre el papel jugado por nuestros países en el conflicto entre peruanos y ecuatorianos, que enfrentó hace poco tiempo a estos dos países hermanos.



Sin embargo, nuestros Congresos lograron concretar un exitoso encuentro en el contexto de la Reunión de Presidentes de Parlamentos de América Latina y el Caribe realizado en Colombia en el mes de mayo recién pasado, el cual permitió materializar esta importante visita, con la cual usted hoy nos honra. Agradecemos a este verdadero amigo que, con visión de estadista, compartiera una voluntad de acuerdo y hermandad. Las noticias de la reanudación formal de los diálogos, entre hoy y mañana, parecieran ser, estimado amigo, un reconocimiento en este nuevo encuentro.



Señor Presidente, el Perú tendrá siempre en el Senado –y me atrevo a decir, en todo el Parlamento de Chile- un camino libre y expedito para el acuerdo justo y el diálogo abierto y sincero. Gracias por su presencia hoy entre nosotros, gratitud que expresamos a través del otorgamiento de la más alta distinción que confiere el Senado de Chile.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



--El señor Romero (Presidente del Senado) impone al Presidente del Congreso del Perú, Excelentísimo señor Antero Flores-Aráoz, la condecoración “Al Mérito del Senado de la República de Chile”.

El señor FLORES-ARÁOZ (Presidente del Congreso del Perú).- Excelentísimo señor Sergio Romero, Presidente del Senado de Chile, dilecto amigo; Honorables Senadoras y Senadores de la República hermana de Chile; señoras y señores Parlamentarios del Perú; señores Embajadores, excelencias y dignidades; amigos todos:



Constituye para mí un alto honor ser recibido en el Palacio Legislativo de la hermana República de Chile y, asimismo, ser objeto de la condecoración “Al Mérito del Senado de la República de Chile”, que recibo con la más viva satisfacción y aprecio, no sin antes agradecer muy de veras, las expresiones vertidas por mi muy distinguido amigo, Excelentísimo doctor Sergio Romero Pizarro, Presidente del Senado de Chile.



Quisiera destacar, en primer término, destacar la grata coincidencia en compartir la voluntad de seguir trabajando, desde nuestra función legislativa, en pro de coadyuvar al estrechamiento de las relaciones bilaterales de ambos países, las que están llamadas a ofrecer a nuestros pueblos un destino común, rodeado de un ambiente de paz y prosperidad. 



Dentro de la civilización moderna en que vivimos, marcada por la globalización y el libre mercado, en la que ya se han enraizado los principios de la democracia, la libertad, el respeto a los derechos humanos y la lucha contra la pobreza, creo que ningún chileno ni peruano debe escatimar esfuerzos para alcanzar ese cometido común. 



Somos conscientes de que las relaciones entre nuestros países no siempre han sido fáciles. Por un lado, la vecindad física genera, debido a su dinámica natural, ocasionales discordancias o discrepancias, que debemos afrontar hallando las soluciones más adecuadas; y por otro, no podemos ocultar que quedan aún secuelas de un añejo enfrentamiento bélico que nos debe llamar a reflexión, para evitar que cualquier sentimiento negativo desprendido de esa circunstancia histórica enturbie un futuro común promisorio. 



Si bien ciertas circunstancias subsisten, felizmente no son demasiado gravitantes -o, por lo menos, éste es nuestro sincero deseo- como para poner en riesgo nuestras relaciones, que hoy se encuentran en un nivel adecuado y de continuo fortalecimiento. 



Sin embargo, observamos que esas desavenencias, de vez en vez, irrumpen en nuestro escenario común, generando suspicacias o sentimientos adversos sobre los que debemos encontrar soluciones para allanar los caminos y las vías que permitan a nuestros dos países consolidarse en una auténtica integración. 



No creo que nada de lo que he dicho sea nuevo en Chile. Pero como legislador y como hombre que intenta reproducir el sentimiento del pueblo, no puedo omitir estas circunstancias, que subsisten y que distraen la fluidez de nuestro relacionamiento positivo, que está llamado a seguir avanzando en beneficio de los dos pueblos. 



Los puntos de discordia no deben ser encarpetados, porque tarde o temprano irrumpen en el escenario binacional, movidos por diversas causas, ensombreciendo o deteniendo el curso de las relaciones peruano-chilenas, que deben ser, fundamentalmente, fraternas y humanas.



Como es natural, existen niveles de discordancia que debemos resolver. El Acta de Ejecución del Tratado de 1929, firmada en 1999, eliminó a nuestro entender una de las mayores. A partir de ese momento se abre un hito histórico que marca una nueva etapa en nuestras relaciones. 



Hoy el Perú, en cumplimiento de dicho acuerdo, dispone de un muelle en Arica. Y este hecho, que no tiene mayor trascendencia económica para ninguno de los dos países, abrió de forma natural las vías de entendimiento en distintas áreas, que provocaron la cristalización de numerosos acuerdos que constituyen, ahora , las herramientas que se requieren para continuar trabajando de manera articulada y común.



Lamentablemente, aún no estamos exentos de discordancias latentes. Por ejemplo, cuando un pescador peruano, en el extremo sur del país, sale con su embarcación para ganarse la vida y se dirige con orientación perpendicular a tierra firme, a las pocas millas de su recorrido se encontrará con que está navegando, de acuerdo con la óptica de Chile, en aguas que ya no son de su país. El pescador se pregunta: ¿Y dónde quedan las 200 millas del Perú? Más allá de la posición que los Ejecutivos de nuestros países han adoptado, el pueblo piensa que el diálogo es el modo más adecuado para resolver esa situación. 



Igual pasa, por ejemplo, cuando un pescador chileno irrumpe en fronteras peruanas. Ocurre exactamente lo mismo.



Con o sin razón, la gente percibe que los políticos y los gobernantes no resolvemos, lamentablemente, los temas del diario vivir.



Don Bernardo O’Higgins, chileno de ciudadanía e hijo de un Virrey del Perú, amado y venerado en ambos países, durante su vida demostró que el diálogo es la conducta más favorable para solucionar los problemas.



A nuestro entender, no basta con que alguien diga a su socio: "Aquí no hay problema”, si éste no comparte tal posición.



El hecho de no compartir demuestra precisamente que sí hay un problema. Por ello, e intentando llevar un mensaje de amistad, sólo puedo hacer votos para que ése sea el diálogo, para que más adelante, en el momento que nuestras autoridades juzguen como el más propicio, adecuado y deseado, este asunto vuelva al canal bilateral a través de una conversación constructiva que permita arribar al puerto del entendimiento, que tanto chilenos como peruanos deseamos.



Nuestros Ejecutivos lo han entendido y tratan este asunto dentro de la singularidad que se requiere: en un marco estrictamente jurídico.



Existe la inclinación -muy difundida por cierto-, al analizar las relaciones bilaterales de nuestras naciones, a que tal ejercicio únicamente se centre en las políticas externas que ambas aplican, así como en los vínculos oficiales que desarrollan y coordinan los respectivos Gobiernos. Sin embargo, dentro de este restringido marco conceptual, no se aprecian con el mérito que corresponde ciertos elementos o componentes que integran las relaciones de nuestros países, pero que se canalizan a través de silenciosas vías ajenas a los manejos gubernamentales.



Son relaciones conducidas, cada vez de manera creciente, por nuestras sociedades civiles, a través del turismo, de reuniones de juventudes, de la empresa privada, de las universidades, así como mediante las entidades académicas de los dos países, lo que ciertamente enriquece de manera visible y sustantiva los componentes de nuestras relaciones bilaterales.



Existe, además, una importante presencia en Chile de una pujante comunidad peruana que estrecha aún más nuestros sólidos vínculos de amistad y complementación.



En los últimos años, los esfuerzos no gubernamentales han aportado cuotas de optimismo y plasticidad en nuestras relaciones bilaterales. No hace mucho se han producido reuniones muy destacadas que caminan en esa dirección.



Podemos citar, por ejemplo, el encuentro de Medios de Comunicación de Perú y Chile, el cual -estoy seguro- ha brindado una oportunidad para identificar elementos del mayor interés para el estrechamiento de nuestros vínculos.



Dentro de esa misma dirección, creo justo mencionar el esfuerzo y la contribución del sector privado, que ha tenido la iniciativa de crear el Consejo Empresarial Chileno Peruano.



Esta nueva entidad nace y surge de la nueva realidad impulsada por el sector privado de ambos países, tanto en materia de inversiones cuanto debido al auge del comercio bilateral, fenómeno al que podemos atribuir como punto de partida la suscripción, en 1998, del Convenio de Complementación Económica, así como la firma, en ese mismo año, del Convenio de Protección Recíproca de Inversiones.



Los gobiernos deben constituir los marcos generales que permitan la movilización de los canales que la sociedad civil requiere para desarrollarse y permitir que la libre iniciativa sea el motor fundamental del relacionamiento binacional. Esto es precisamente lo que ha sucedido respecto de ambas actividades.



En atención a estas ideas de corte general, creo que merece traer a colación ciertos hechos tangibles de nuestros progresos en tiempos recientes.



Por ejemplo, al término del año anterior, las exportaciones del Perú se incrementaron sustantivamente, convirtiéndose Chile en el cuarto destino de nuestros envíos a nivel mundial. Al cierre del mismo año, y en consideración a las exportaciones chilenas con destino al Perú, nuestro país se ha convertido en el segundo mercado para las exportaciones chilenas a nivel sudamericano, superando inclusive a la Argentina, y ocupa el puesto 15 en las ventas chilenas a nivel mundial.



Nuestro comercio hoy día es superior a los mil millones de dólares, con una proyección muchísimo mayor. 



Las inversiones de Chile en el Perú también han ido evolucionando de manera positiva en los últimos años. Actualmente, nuestro país ocupa el segundo lugar como destino de ellas en el mundo, sólo debajo de Argentina. La cifra de la inversión total chilena en el Perú puede situarse hoy día ligeramente sobre los cuatro mil millones de dólares, lo que demuestra de manera fehaciente la confianza del empresariado de este país en el desarrollo del nuestro, que promueve la inversión extranjera para impulsar su competitividad, lo cual a la postre significa la mejoría de la calidad de vida de sus ciudadanos.



Las inversiones peruanas en Chile, por su lado, han iniciado su presencia y desarrollo, sobre todo en las áreas de la manufactura y de los servicios. Y todo hace presagiar que ello proseguirá de modo muy sostenido.



Continuando con el ejercicio de referirnos a las relaciones entre Perú y Chile, nuestra primera constatación se traduce en que, como países vecinos, los iniciales espacios más cercanos a nuestra proyección hacia el mundo exterior están constituidos por aquellos que brindan tanto el uno como el otro. De allí la necesidad imperiosa de vincularnos con relaciones, no sólo armónicas, sino también justas y equitativas, que coadyuven a la búsqueda de una intensa cooperación, con miras a cristalizar una integración que no sólo favorezca nuestras actividades comerciales, sino que también nos permita procurar y llegar a tener de manera coordinada una presencia real en espacios más amplios del mundo exterior.



Por todas estas razones, nos parece de lógica consecuencia que se haya acordado la construcción de una “asociación estratégica”, no únicamente para desarrollar vínculos privilegiados, sino sobre todo para poder alcanzar vínculos permanentes. Esto significa reconocer en la vecindad la oportunidad para trabajar por dicha asociación, potenciando nuestras virtudes y capacidades, porque hoy, más que nunca, se requiere consolidar un régimen de confianza mutua que nos lleve a la armonización de posiciones conjuntas en diferentes foros internacionales.



Por ello, es necesario continuar enriqueciendo los vínculos comerciales y de desarrollo económico, incrementando la cooperación en todos los niveles y no únicamente en aquellas áreas de responsabilidad de los Gobiernos, pues también debemos fortalecer la cooperación y el diálogo continuo entre nuestros Parlamentos, que tienen la responsabilidad de crear leyes que favorezcan y propicien la construcción de un destino común que toda vecindad requiere para alcanzar una convivencia en paz y armonía permanente en pro de nuestras respectivas comunidades.



Desde nuestra función legislativa, nosotros saludamos la constitución de esa “asociación estratégica”, porque ésta pasa por la necesidad de llevar posiciones conjuntas en los más variados foros internacionales; porque ella implica continuar sostenidamente con el esencial esfuerzo para fortalecer nuestros vínculos económicos y comerciales, impulsando así el desarrollo de ambos países; porque esta asociación también nos estimula a consolidar un régimen de seguridad y confianza mutua, el mismo que en estos precisos momentos está siendo abordado en una reunión de altos mandos militares de nuestros países.



Esta visita coincide, además, con la reunión en Lima del  “2+2”, de los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores de ambas naciones. En esta voluntad de una diplomacia parlamentaria, hay que destacar clarísimamente los esfuerzos realizados por los Congresos de Chile y del Perú, a través de sus respectivos Presidentes, para buscar la concordia, para canalizar de nuevo el diálogo, para lograr la confianza mutua y para dar, en alguna medida, las herramientas a los Ejecutivos a fin de permitir la continua búsqueda de una paz sostenida y permanente.



Si no hubiera sido por el Presidente del Senado, nuestro amigo Sergio Romero, que en todo momento prestó su colaboración ¡y su decisión! ¡y su iniciativa!, no habría sido posible que los Ejecutivos de ambos países se hubieran -como se dice criollamente en mi país- “puesto la pila” para hacer una declaración común que deje de lado las desavenencias y abra de nuevo los caminos de la tolerancia, del entendimiento y de las soluciones.



Gracias, amigo Sergio. Tu patriotismo, tu solidaridad y tu entrega hacen que nuestros países sean de nuevo más hermanos que nunca.



Nosotros sabemos perfectamente que la actividad parlamentaria a veces es difícil e incomprendida, pero debemos señalar que, cuando hay buena voluntad y esfuerzo para buscar soluciones, éstas siempre se encuentran.



Ambos países tenemos problemas comunes, problemas mutuos, problemas aún no resueltos, producto de la globalización. Este fin de semana, por ejemplo, conversamos con los Senadores señores Coloma y Novoa en una reunión de la UPLA; hace unas semanas, con el Honorable señor Pizarro, y meses atrás, con el Senador señor Larraín, acerca de los problemas que una globalización sumamente inhumana origina en nuestras naciones, que quieren entrar en una onda de desarrollo aún incipiente. Por lo mismo, tenemos que hacer alianzas estratégicas para asegurar la moralidad en la política, para buscar canales que permitan afrontar la corrupción, para ver cómo resolver el avance de organizaciones no gubernamentales que tienen un sesgo absolutamente intolerante en el tema del desarrollo sustentable y una óptica en materia del medio ambiente inclinada solamente a un lado, lo cual muchas veces impide el desarrollo indispensable de nuestros pueblos mediante la extracción de recursos naturales.



Tenemos muchísimos retos en cuanto a la globalización. Y uno de ellos dice relación con quienes compiten en la actividad política contra los que estamos llamados a hacer política. Se trata de algunas organizaciones no gubernamentales y también de cierto sector de prensa, que nos exigen, a los políticos y a los partidos, desde ambos flancos, transparencia, democracia interna, dar cuenta de la obtención de los recursos y de cómo se utilizan.



Sin embargo, ninguna de esas normas es aplicable a ellos. “Nosotros nos autorregulamos”; “Nadie se mete con nosotros”; “Nosotros somos el máximo” -dicen estos sectores-, pero a los partidos se les exige todo. Entonces, no hay reglas comunes, claras e iguales para todos.



En consecuencia, en este mundo de la globalización de las comunicaciones, de la “impuestocracia” y de tantos otros elementos perturbatorios de la actividad política, como lo es también la pérdida de credibilidad de los políticos frente a la sociedad, debemos todos aunarnos en un esfuerzo común para recuperar la credibilidad, para hacer que los valores y la moral sean normas de conducta permanente y para que seamos capaces de castigar las inconductas en política con toda severidad, a fin de evitar las falsas generalizaciones.



Tenemos muchas cosas que afrontar en común en una realidad donde la pobreza no ha sido resuelta y donde se nos dice que los adalides de un mundo moderno y globalizado van a lograr que la gente tenga un mejor vivir. Pero observamos que eso no ha sido posible ni con el socialismo extremo, ni con el liberalismo extremo. Y tenemos que buscar cómo, en una economía moderna pero con contenido solidario y social, mejorar la condición de nuestros pueblos, que lo esperan, pues no pueden tolerar más desidia. Ellos quieren que sus problemas se resuelvan ya, no aguardar el mañana -quizás no tienen un mañana-, y por ello nos piden soluciones hoy.



Cada día, en este mundo globalizado, las diferencias ideológicas son menores. Ya no existen las antípodas del socialismo y el capitalismo. El mundo tiende hacia una economía social de mercado.



La gente exige a quienes estamos en política que seamos claros y eficientes. La gente clama por eficiencia. Ya no hay ideologías, por ejemplo, respecto de los municipios: no se discute acerca de si un municipio socialista o uno liberal recoge mejor los residuos, barre mejor las calles o da una mejor atención a los jardines. Los temas del bien común, de la elevación de los niveles de vida, ya no tienen ideología. La gente clama por eficacia. Y si quienes actuamos en política no la sabemos entregar, estaremos realmente perdiendo un valioso tiempo y exponiéndonos a que las anarquías sean las que gobiernen en el futuro, si es que alguna vez pudieran llegar a hacerlo.



Nosotros, los peruanos que obramos de buena fe y que deseamos profundamente que las relaciones entre nuestros países continúen de manera vigorosa aunando sus esfuerzos para alcanzar un destino común, saludamos con gran optimismo todas y cada una de las iniciativas que tengan como fin alcanzar una integración real y decisiva, la que solamente traerá beneficios a nuestras poblaciones y a nuestras futuras generaciones.



Permítame, señor Presidente, tomarme una pequeña licencia: quiero felicitar al Senado de Chile por la actuación del Presidente de la Unión Interparlamentaria. 



Todos los latinoamericanos nos sentimos honrados con su trabajo, honrados con su entrega y generosidad, y con la eficiencia mostrada en el manejo de esta organización internacional, que, después de varias décadas, ha vuelto a ser dirigida por alguien de nuestro continente. La función de su Presidente honra a toda Latinoamérica.



Por último, señor Presidente, me tomaré otra licencia, para invitarlo a que nos visite en la oportunidad que juzgue pertinente, pues el Congreso del Perú está ansioso de acogerlo, de escuchar sus palabras y de seguir recibiendo el estímulo de su solidaria y acertada conducción y amistad chileno-peruana.



Mil gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Se suspende la sesión por algunos minutos para despedir a nuestros invitados.

________________



--Se suspendió a las 17:18.



--Se reanudó a las 17:26.

)-----------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, resolvieron lo siguiente:



1º Tratar y despachar el proyecto de reforma constitucional en las sesiones de los días 19 y 20 de julio, y



2º Abrir nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la Ley de Pesca (boletín Nº 3.222-03) hasta el mediodía del jueves 7 del mes en curso -o sea, hasta pasado mañana- en la Secretaría de la Comisión. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Cómo no.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me parece que hay un malentendido en la información entregada sobre el proyecto de reformas constitucionales. La Comisión de Constitución se reunirá hoy y mañana con el objeto de emitir su informe. Y la idea sería que mañana...

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador. Su Señoría tiene razón. El acuerdo de los Comités fue que el plazo máximo para el despacho de la iniciativa fuera el 19 o el 20 de julio. Tal vez el Secretario incurrió en una...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En consecuencia, señor Presidente, solicito que, de común acuerdo con el Presidente de la Comisión de Constitución, se fije para mañana una hora con esa finalidad.

El señor ROMERO (Presidente).- No hay problema; esa posibilidad está abierta.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias.

RESTABLECIMIENTO DE EXCLUSIVIDAD UNIVERSITARIA

PARA CARRERA DE MATRÓN

El señor HOFFMANN (Secretario).- Hago presente que el plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica el artículo 52 de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el fin de incorporar el título de matrón a la nómina de profesiones que requieren el grado de licenciado, venció el día de ayer, sin que se formulara alguna.

Restablecimiento de exclusividad universitaria para carrera de matrón

--Los antecedentes sobre el proyecto (3781-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Ruiz-Esquide).


En primer trámite, sesión 24ª, en 5 de enero de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 45ª, en 19 de enero de 2005.


Discusión:



Sesión 1ª, en 7 de junio de 2005 (se aprueba en general).

El señor ROMERO (Presidente).- Por lo tanto, por no haberse presentado indicaciones, la iniciativa queda aprobada también en particular, y despachada en este trámite.

V. FÁCIL DESPACHO

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a constituir la Sala en sesión secreta.

SESIÓN SECRETA



--Se constituyó la Sala en sesión secreta a las 17:28, y adoptó resolución sobre la solicitud de rehabilitación de ciudadanía de los señores Alvaro Gatica  Pérez, Reginio Aníbal Araya Padilla y Guillermo Otilio Orellana Flores.



--Se reanudó la sesión pública a las 17:51.

)--------------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión pública.



Tiene la palabra el Honorable señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, pido recabar el asentimiento del Senado para que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía pueda sesionar paralelamente con la Sala a partir de las 18:30, a fin de tratar el proyecto sobre libertad condicional que beneficia a personas que se hallan hospitalizadas, gravemente enfermas, debido a una prolongada huelga de hambre.



--Se accede.
SOLICITUD DE PATROCINIO Y APOYO OFICIAL PARA

REALIZACIÓN DE VIII JUEGOS ODESUR EN CHILE.

PROYECTO DE ACUERDO
El señor HOFFMANN (Secretario).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por los Senadores señores Romero, Núñez y Pizarro, mediante el cual se solicita al Ejecutivo el patrocinio y apoyo oficial para realizar en Chile los VIII Juegos de la ODESUR en octubre del próximo año, organizados por el Comité Olímpico local (boletín Nº S 812-12). (Véase en los Anexos, documento        7 ).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión de mañana.

)-----------------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito autorización -no sé si fue concedida- para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento pueda sesionar paralelamente con la Sala a partir de las 18:30, a fin de abocarse al estudio del proyecto sobre reformas constitucionales.

El señor ROMERO (Presidente).- Ya está autorizada, señor Senador. 

El señor ESPINA.- Muchas gracias.

)-------------------(

El señor ROMERO (Presidente).- A petición del Ministro señor Bates, solicito la anuencia de la Sala para que ingrese el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado.



--Se accede.

VI. ORDEN DEL DÍA
Modificaciones para mejor funcionamiento
de reforma procesal penal

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.












3465-07

Modificaciones para mejor funcionamiento de reforma procesal penal

--Los antecedentes sobre el proyecto (3465-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


En tercer trámite, sesión 49ª, en 4 de mayo de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 44ª, en 6 de abril de 2004.


Constitución (segundo), sesión 26ª, en 7 de septiembre de 2004.


Constitución (complementario de segundo), sesión 30ª, en 15 de septiembre de 2004.


Constitución (tercer trámite), sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.


Discusión:


Sesiones 50ª, en 14 de abril de 2004 (se aprueba en general); 1ª, en 5 de octubre de 2004 (se aprueba en particular).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto en debate inició su tramitación en esta Corporación y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo diversas modificaciones a la iniciativa despachada por el Senado.



La Sala, en sesión de 4 de mayo del año en curso, envió a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento las referidas enmiendas para que emitiera su pronunciamiento sobre éstas.



La Comisión hace presente que muchos de los rechazos que propone a las modificaciones realizadas por la Cámara de Diputados sólo tienen por objeto abrir la posibilidad de efectuar ajustes formales en la Comisión Mixta que habrá de formarse, y que no implican necesariamente un desacuerdo con el fondo de la materia.



Asimismo, consigna en su informe los acuerdos adoptados respecto de las enmiendas que introdujo la Cámara Baja, y propone a la Sala la aprobación de éstas, salvo las que explicita.



Cabe señalar que la Comisión de Constitución adoptó sus acuerdos por unanimidad, con excepción de las modificaciones de los números 19) y 32) del artículo 1º del proyecto, las cuales fueron rechazadas por tres votos (Senadores señores Chadwick, Andrés Zaldívar y Zurita) contra uno (Honorable señor Viera-Gallo). Los números mencionados dicen relación a la comparecencia de los testigos ante el Ministerio Público y a la renuencia de los testigos a comparecer o a declarar, respectivamente.



Por otro lado, en cuanto al número 57) del artículo 1º, que se refiere al artículo 470 del Código Procesal Penal, relativo a especies retenidas y no decomisadas, el Senador señor Viera-Gallo dejó constancia de que las enmiendas de la Honorable Cámara de Diputados “son sin perjuicio de lo que señalen sobre la materia leyes especiales”.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna los artículos pertinentes del Código Procesal Penal, el texto despachado por el Senado en el primer trámite constitucional, y las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados, con mención de las que fueron aprobadas o rechazadas por la Comisión.



Finalmente, cabe tener presente que las modificaciones efectuadas por la Cámara Baja, a los artículos 4º y 5º del proyecto, tienen el carácter de normas de quórum calificado y de normas orgánicas constitucionales, por lo que su aprobación requiere el voto conforme de 24 y 27 señores Senadores, respectivamente.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión las modificaciones sugeridas por la Cámara de Diputados.



Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas todas las normas acordadas en forma unánime por la Comisión.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, pediría a la Sala que aprobara tal cual lo que la Comisión acordó.

El señor ESPINA.- Eso es lo que se propone aprobar, señor Senador.

El señor VIERA-GALLO.- No totalmente, porque hay una modificación en donde no hubo unanimidad.



Yo solicitaría que se aprobara lo que acordó la mayoría.

El señor MORENO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MORENO.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en sumarme a la petición del Senador señor Viera-Gallo, pero en el entendido de que el proyecto irá a Comisión Mixta, donde se podrán introducir algunas correcciones, dado que algunos artículos despachados por la Cámara de Diputados requieren ciertas precisiones. Y ésta no es la instancia para discutirlas.



Por lo tanto, quiero que quede constancia de que en la Comisión Mixta habrá de efectuarse determinadas enmiendas, las cuales pueden ser explicitadas en este momento o en dicho órgano legislativo. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo hacer una observación.



La Cámara de Diputados acordó sustituir el inciso segundo del artículo 182 del Código Procesal Penal por el siguiente: “El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial.”.



El hecho de entregar copias de la investigación fiscal me parece obvio para permitir que se produzca una defensa real y contar con todos los antecedentes.



Sin embargo, considero peligroso que se proporcione a la defensa copia de la investigación policial, puesto que en ésta pueden figurar otros delitos, otros responsables. Ello, en definitiva, va a alertar a las personas que aparecen involucradas en tales ilícitos o investigaciones. De modo que, a mi juicio, bastaría con la copia de la investigación fiscal.



Me gustaría que esta materia también la viera la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, coincido con el planteamiento del Senador señor Viera-Gallo. Incluso, una de las proposiciones de la Comisión contó con el voto de minoría de Su Señoría. Por lo tanto, si el mismo señor Parlamentario ahora es partidario de que esa norma sea aprobada por el Senado, en el sentido de que se rechaza la modificación introducida por la Cámara, me parece correcto que así se proceda.



En segundo término, quiero pedir que se incluya como rechazado por el Senado el precepto a que hizo alusión el Honorable señor Prokurica, porque se trata de una materia bastante trascendente para las policías. Ello, con el objeto efectuar un análisis a fondo en la Comisión Mixta, más que para indicar un pronunciamiento actual. De modo que ese artículo habría que incluirlo entre los que son rechazados por el Senado respecto de lo acordado por la Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto completo en los términos señalados, dejando constancia de que emitieron pronunciamiento favorable 30 señores Senadores.



--Así se acuerda.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero aclarar que debe incluirse el artículo 182 como rechazado.

El señor PROKURICA.- Para que vaya a Comisión Mixta.

El señor ESPINA.- Exactamente.

El señor ROMERO (Presidente).- Entendí que había acuerdo en ese sentido: que el artículo 182 queda rechazado, a objeto de que sea visto en Comisión Mixta.

El señor ESPINA.- Así es.

El señor ROMERO (Presidente).- Así se entendió.



Como se debe conformar una Comisión Mixta, sugiero que la integren los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Así se acuerda.
REGULACIÓN DE ARANCELES DE CONSERVADORES POR INSCRIPCIÓN ESPECIAL DE HERENCIA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 16.271, en lo relativo al cobro de aranceles por parte de los conservadores de bienes raíces, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.











3642-07


Regulación de aranceles de conservadores por inscripción especial de herencia


--Los antecedentes sobre el proyecto (3642-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 28ª, en 18 de enero de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 35ª, en 9 de marzo de 2005.


Constitución (segundo), sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.


Discusión:



Sesión 38ª, en 22 de marzo de 2005 (se aprueba en general).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 22 de marzo del año en curso.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia en su informe, para los efectos reglamentarios, de que al artículo único del proyecto se le formuló una sola indicación.



La referida indicación, presentada por el Honorable señor Ríos, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión (Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Andrés Zaldívar), y establece que estarán totalmente exentas del pago de los derechos arancelarios correspondientes las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que deban practicar los conservadores de bienes raíces, referidas a bienes inmuebles que se traspasen a las iglesias y entidades religiosas constituidas como personas jurídicas conforme a las disposiciones de la ley Nº 19.638, conocida como Ley de Cultos.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben el texto de los artículos pertinentes de la ley Nº 16.271, el proyecto aprobado en general por el Senado, la modificación efectuada por la Comisión en el segundo informe, y el texto que resultaría de ser aprobada dicha enmienda.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión particular la iniciativa.

El señor CHADWICK.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, nosotros concurrimos en forma unánime a aprobar la indicación presentada por el Senador señor Ríos -no veo a Su Señoría en la Sala-, pero entiendo que ésta -me bajó una duda- no se refiere a que todas las transferencias e inscripciones que se hagan a nombre de las iglesias estén exentas del pago de esos derechos, sino a las realizadas por las antiguas corporaciones que se transformaron en nuevas personas jurídicas de derecho público.



Así que me parece que eso debiera estar acotado a lo que es el artículo 18 de la ley, y no quedar tan amplio. Creo que respecto de este punto podemos haber cometido algún error.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Si lo señores Senadores observan el boletín comparado que tienen a la vista, la Comisión no propone ninguna modificación al texto aprobado en general, salvo la relativa al artículo 30, donde se agrega el siguiente inciso segundo, nuevo: “Estarán también totalmente exentas del pago de esos derechos las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que deban practicar los conservadores de bienes raíces referidas a bienes inmuebles que se traspasen a las iglesias y entidades religiosas constituidas como personas jurídicas conforme a las disposiciones de la ley Nº 19.638.”.

El señor ROMERO (Presidente).- Es bastante amplio.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, creo que tenemos un problema de redacción. La norma quedó muy amplia, y está referida al artículo 18 de la Ley de Cultos. Ése fue el sentido de la indicación, cuyo objeto era liberar  del pago de contribuciones los traspasos de las antiguas corporaciones que se transformaron en nuevas iglesias constituidas como personas jurídicas de derecho público, y no que quedara exenta de dicho pago cualquier inscripción que se hiciera sobre la materia.

El señor ROMERO (Presidente).- Si ése fue el espíritu, lo podríamos dejar consignado en la historia de la ley.

El señor CHADWICK.- Sí, señor Presidente, porque se encuentra referido al artículo 18 de la Ley de Cultos.

El señor ROMERO (Presidente).-
 Si no hubiere objeción, dejaríamos testimonio de ello en la Versión Oficial.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto con la observación formulada.



--Se aprueba en particular el proyecto en los términos señalados, y queda despachado en este trámite.
FLEXIBILIZACIÓN DE PERMISO MATERNAL
El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal, con informes de lasComisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud.











1309-13

Flexibilización de permiso maternal


--Los antecedentes sobre el proyecto (1309-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 9 de abril de 2003.


Informes de Comisión:


Trabajo y Previsión Social, sesión 3ª, en 14 de octubre de 2003.


Salud, sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.


Discusión:



Sesión 4ª, en 15 de octubre de 2003 (pasa a Comisión de Salud).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es otorgar a la mujer trabajadora la opción de trasladar parte de su descanso prenatal al término del período posnatal.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social y la de Salud dejan constancia de que discutieron el proyecto sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor (Honorables señores Canessa, Fernández, Lavandero y Parra) y la abstención del Senador señor Ruiz De Giorgio, quien fundamentó su posición señalando que, ante la posibilidad de que el Ejecutivo proponga aumentar el descanso posnatal, es partidario de no innovar en la materia.



Por su parte, la Comisión de Salud también aprobó en general la iniciativa por cuatro votos a favor (Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina y Viera-Gallo) y uno en contra (Honorable señor Ruiz-Esquide).



El texto que ambas Comisiones proponen aprobar en general se transcribe en el informe de la Comisión de Salud y corresponde exactamente al proyecto que despachó la Cámara de Diputados.



Por último, cabe hacer presente un aspecto que reviste especial significación.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social resolvió por unanimidad que el artículo 1º es de quórum calificado, pues regula el ejercicio del derecho a la seguridad social, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 24 señores Senadores. En contrario, la Comisión de Salud, también por la unanimidad de sus miembros, acordó no pronunciarse al respecto, para que la Sala determine si la referida norma tiene o no tal rango.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor  Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Como Presidente de la Comisión de Salud, daré un breve informe.



Este proyecto, que se originó en una moción del Diputado señor Francisco Bayo, entre otros, permite a la mujer trabajadora trasladar hasta tres semanas del permiso prenatal al posnatal. Ello, en el contexto de un país que ha evolucionado enormemente en lo relativo a la protección del binomio madre-hijo, al punto de que la mortalidad de niños nacidos vivos ha disminuido a 8,3 por mil.



Por otra parte, tal como lo establece el articulado de la iniciativa, se asegura que, para hacer uso de aquel derecho, la mujer trabajadora debe contar con la autorización de un médico.



Eso evitaría la comisión -como ocurre de hecho- de abusos en cuanto a las licencias médicas basadas en enfermedad del niño menor de un año; pero, sobre todo, beneficiaría al recién nacido y a su madre al extender en tres semanas el período posnatal.



Chile tiene una buena protección pre y posnatal en comparación con otros países, incluso con naciones de bastante mayor grado de desarrollo, como Estados Unidos. O sea, en nuestro país una mujer trabajadora tiene la posibilidad de gozar de descanso antes y después del parto, beneficio que está concebido a favor de ella, pero sobre todo del niño, sea que esté en gestación, sea un recién nacido.



Me parece importante tener en cuenta dos o tres observaciones.



En primer lugar, qué sucede con los partos prematuros, es decir, aquellos que se producen antes de cumplirse 38 semanas a partir de la gestación.



Una disposición que viene de la Cámara de Diputados posibilita el beneficio global para la madre aun cuando el niño nazca algunas semanas antes de la fecha de rigor.



Esa norma tiene una serie de razones sociales que me parecen lógicas. Porque el Estado, cuando calcula el costo del prenatal y del posnatal, lo hace en forma estadística, pero sin ponerse a pensar en la cantidad de partos prematuros.



Por ello, la indicación pertinente -debo reconocer con toda lealtad que fue fruto de un planteamiento del Diputado Alejando Navarro- resultó acogida en la Cámara Baja y merece el respaldo del Senado.



Lo digo con el mayor espíritu de hidalguía parlamentaria.

El señor PROKURICA.- ¿Está seguro...?

El señor VIERA-GALLO.- Otro motivo de discusión fue el tipo de trabajo que desarrolla la mujer embarazada. Puede haber labores demasiado pesadas. Pienso en las trabajadores de industrias pesqueras, quienes pasan mucho tiempo de pie y soportan temperaturas ambientales muy frías. Tal vez en casos como ése no sería lo más adecuado que el prenatal no se cumpliera cabalmente, porque se trata de condiciones laborales muy distintas de las de una abogada de un banco, por ejemplo.



Entonces, de aprobarse en general el proyecto, a través de las indicaciones habría que precisar que, tratándose de labores más pesadas, no puede quedar al solo arbitrio de la mujer y de un médico el traslado de parte del permiso prenatal al período posnatal.



En tercer lugar, hubo una indicación de un Diputado de la UDI cuyo nombre no recuerdo...

El señor NÚÑEZ.- ¡No importa...!

El señor PROKURICA.- ¡Qué curioso...!

El señor VIERA-GALLO.- No se trata de un prejuicio, sino simplemente de que no me acuerdo del nombre. Me es más presente el del Diputado Navarro...

El señor MORENO.- ¡No me cabe duda...!

El señor ROMERO (Presidente).- El Diputado Navarro es postulante al Senado.

El señor GAZMURI.- ¡Es que se ha vuelto una pesadilla...!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Solidarizamos con usted, señor Senador...!

El señor VIERA-GALLO.- Lo cierto es que un Diputado de la UDI logró que se aprobara una indicación en el sentido de que las tres semanas trasladadas al posnatal se extiendan a seis sobre la base de que la mujer embarazada trabaje media jornada.



La norma pertinente fue muy criticada en la Comisión de Salud, no por su espíritu, sino por la imposibilidad de fiscalizar su cumplimiento. O sea, en la práctica, eso se puede prestar para que, al final, ni la mujer ni el niño gocen del beneficio de un mayor contacto recíproco.



En síntesis, salvo el Senador señor Ruiz-Esquide -lamento que Su Señoría no se halle presente en este momento-, para quien la situación es muy compleja en cuanto a defender el prenatal,  todos los personeros del Gobierno que fueron escuchados en la Comisión -los del SERNAM y los de los Ministerios del Trabajo y de Salud- y los cuatro restantes miembros de la Comisión, así como la unanimidad de la Cámara de Diputados, consideramos que la flexibilización del prenatal y del posnatal va en beneficio de la mujer trabajadora y constituye una buena medida.



Por cierto, como dije, habrá que formular indicaciones para perfeccionar el proyecto. Pero ahora sólo se trata de su discusión y votación en general.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Lo comprendemos, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor ÁVILA.- ¿Me permite, señor Presidente? Sólo deseo solicitar que se recabe autorización para que la Comisión de Pesca pueda funcionar paralelamente con la Sala, porque en la sesión anterior algunos invitados no pudieron exponer.

El señor ROMERO (Presidente).- Con el mayor agrado, señor Senador, una vez que votemos el proyecto en debate, lo que ocurrirá dentro de dos minutos.



Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, en forma muy breve, debo manifestar que la Comisión de Trabajo informó esta iniciativa en octubre de 2003 y, tras analizarla en su mérito, concluyó que debía ser aprobada en general, para luego solicitar a la Sala hacer lo propio.



Quedó absolutamente claro que la circunstancia de extender la actividad laboral hasta una fecha cercana al parto no representa riesgos para la salud del niño ni para la de su madre. El embarazo no es una enfermedad y no es equiparable a una enfermedad. Por lo tanto, el beneficio asociado a la extensión del posnatal y al cuidado que la madre puede prodigar al niño durante esa fase es claramente mayor que cualquier perjuicio o riesgo vinculado a una disminución consecuencial del prenatal.



Pero debo hacer presente que entretanto han ingresado al Senado otros proyectos de ley -serán conocidos por la Sala en sesiones próximas- que inciden también en lo relacionado con la protección de la maternidad y el cuidado del menor.



Hay iniciativas, como la atinente a licencias maternales, que se encuentran ligadas a la materia que ahora estamos analizando. Porque las licencias están concebidas justamente en función del cuidado que se debe otorgar al niño.



Existe una moción -ya no incomoda, como lo declaró el Senador señor Viera-Gallo, que se haga referencia a su autor- del Diputado señor Navarro destinada a extender el derecho de amamantamiento contemplado hoy en el Código del Trabajo.



A lo anterior se añade una iniciativa parlamentaria que tiene por finalidad conceder un permiso paternal especial, subsecuente, como es natural, al nacimiento del hijo.



Hago estas referencias porque, cuando concurre una cantidad tan importante de proyectos de ley con un trasfondo común, lo saludable es hacer una revisión conjunta de la legislación aplicable sobre el particular. El ir analizando la materia en forma parcelada puede conducir a soluciones legislativas no suficientemente satisfactorias.



Señor Presidente, solicito por lo menos que el hecho que acabo de referir sea tenido en cuenta y abogo por la aprobación general de esta iniciativa.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, sólo quiero dar lectura a tres párrafos del informe que contienen lo que dice sobre este proyecto -son muy relevantes para comprender su valor- el Jefe del Departamento de Pediatría de la Facultad de Medicina de la Pontificia Universidad Católica de Chile.



Allí se expresa:



“El doctor Ventura-Juncá señaló que la prolongación del descanso postnatal está fundamentada en numerosos estudios científicos que demuestran que estos meses inmediatos después del parto, son claves para la relación de la madre con su hijo y para la mantención de una buena lactancia materna. Ambos hechos tienen gran importancia para el desarrollo físico, psíquico y emocional del niño, especialmente en familias y madres de recursos limitados.



“Luego indicó que el descanso prenatal es importante especialmente en determinadas situaciones de trabajo que entrañan esfuerzos físicos,” -a esto apuntaba el Senador señor Viera-Gallo- “largas distancias que recorrer diariamente y cuando hay ciertos riesgos y alteraciones en el desarrollo de la gestación. Sin embargo, éstas no siempre se dan, y en muchos casos la mujer puede llegar al parto sin problemas para ella y para su hijo. En estos casos no sería indispensable utilizar las seis semanas que le confiere la ley.



“Por esta razón, consideró que, no pudiéndose, por ahora, alargar el descanso postnatal, sería muy beneficioso que la mujer tenga la opción de trasladar tres semanas de las seis que le corresponden de prenatal al postnatal con la debida autorización médica. Esta flexibilidad favorecería especialmente al binomio madre-hijo de familias de menores recursos.”.



Hago presente que lo vinculado a los trabajos riesgosos, que será analizado con motivo de la discusión particular, es precisamente la razón por la cual debe intervenir el médico. Porque éste tendrá que tomar los resguardos para evaluar, no sólo si la condición física de la mujer en el prenatal le permite pasar algunas semanas al posnatal, sino también si la actividad que realiza es acorde con la posibilidad de hacer ese traslado sin que signifique ningún riesgo.



Por supuesto, votaremos a favor de la idea de legislar. Y nos alegramos de que se trate de una iniciativa parlamentaria -porque no son muchas las mociones que se aprueban en el Congreso-, que en nuestro concepto significará una gran contribución para enfrentar un problema práctico, real y concreto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo simpatizo con esta iniciativa, por las razones que adujeron quienes me precedieron en el uso de la palabra. Considero, entonces, que merece nuestro respaldo.



Sin embargo, la información dada al hacerse la relación del proyecto en cuanto al quórum de aprobación del artículo 1º me abre una duda de constitucionalidad. Porque, al decir la Comisión de Trabajo que esa norma es de quórum calificado por cuanto regula el ejercicio del derecho a la seguridad social, está indicando que la materia corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el artículo 62, número 6º, de la Carta Fundamental.



Entonces, yo quisiera de la Comisión de Trabajo o de su Presidente, distinguido jurista, algún antecedente sobre el particular. Porque si se consideró que el referido precepto regula el derecho a la seguridad social, estamos con un problema mayor, tanto más cuanto que, como expresé, esta materia es de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.

El señor ROMERO (Presidente).- En todo caso, el texto llegó así de la Cámara Baja, sobre la base de una indicación del Diputado señor Navarro.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Hay patrocinio del Ejecutivo, que envió una indicación al respecto. O sea, lo que aprobó la Cámara Baja fue la indicación presentada por el Gobierno.

El señor ROMERO (Presidente).- Para patrocinar la indicación del Diputado señor Navarro.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ratificando lo expresado por el Senador señor Viera-Gallo, quiero al menos dejar constancia de que no se trata de una materia vinculada a la seguridad social.



Según el criterio expuesto, todo lo relacionado con salud caería dentro del ámbito de la seguridad social. Y eso no es así. 



O sea, no se puede sentar el precedente de que un proyecto de ley establecido con el propósito de beneficiar a las mujeres en razón de un problema de salud termine siendo un asunto de seguridad social. De lo contrario, todos los artículos que vota la Comisión de Salud ligados a la materia siempre estarían dentro del marco de la seguridad social. Eso no es así, y aquéllos nunca se han votado de tal manera. Podría haberse procedido de ese modo, por ejemplo, respecto de muchas normas relativas al AUGE o de diversas disposiciones referidas a aspectos de salud propiamente tal; sin embargo, dicho órgano técnico rechazó ese criterio.



Lo anterior, simplemente para dejar sentada mi opinión en orden a que no se puede establecer que ésta es una materia propia de la seguridad social.

El señor ROMERO (Presidente).- Hago presente que hay en la Sala 24 señores Senadores.



Si les parece a Sus Señorías…



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra Directora del SERNAM).- Gracias. Seré muy breve.



Señor Presidente, este proyecto de alguna manera interviene en un ámbito de la legislación sobre protección a la maternidad, que data de la década de los 20 y da cuenta de una realidad social, laboral, cultural y política de las mujeres absolutamente distinta de la de hoy día.



Una señal de lo anterior -hacía mención de ello el Senador señor Viera-Gallo- es la reducción vertiginosa en Chile de la tasa de mortalidad de niños nacidos vivos, lo que está relacionado en forma directa con los nuevos roles, con las nuevas aspiraciones, con los nuevos proyectos de vida que las mujeres tienen en la actualidad asociados a su participación en el mercado laboral.



A nuestro juicio, el que las mujeres que hoy día trabajan y las que se incorporarán a la fuerza laboral cuenten con la certeza de que podrán ser madres, tener sus familias y conciliar su vida hogareña con el ejercicio de un empleo estará garantizado en nuestro país y no será una carga, por el hecho de ser mujeres y madres, en sus proyectos de vida en el mundo del trabajo.



Por eso, creemos que esta iniciativa es interesante, pues de alguna manera incorpora un concepto moderno a la normativa legal sobre protección a la maternidad.



Ahora bien, la moción contenía una definición bastante poco regulada en cuanto a los límites o las garantías que la legislación y la autoridad deben procurar en materia laboral y sanitaria tratándose de una decisión en torno a la flexibilización del uso del permiso prenatal. 



Por ello, el Ejecutivo patrocinó una indicación sobre el particular, que fue la votada finalmente en la Cámara de Diputados.



Sin embargo, cabe hacer presente que se plantearon dos indicaciones en relación con el pronunciamiento definitivo en la otra rama del Congreso. Y, al respecto, quisiera precisar algo en representación del Gobierno. Efectivamente, la norma relativa a la posibilidad de considerar los días perdidos por los nacimientos prematuros se interpreta como correspondiente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, tanto porque se halla vinculada a la seguridad social como porque importa gasto fiscal. Pero, atendiendo el fondo del asunto, el Ejecutivo abriga el más alto interés en recoger el contenido de esa disposición y en transformarlo en una indicación propia en la discusión en particular, así como, además, el del debate realizado en el último momento en la Comisión de Salud del Senado, donde se recibió la opinión experta de médicos y profesionales en Pediatría.



Por lo tanto, deseo dejar establecida la voluntad del Ejecutivo para considerar el sentido de fondo de esa indicación, no así respecto de la del Diputado señor Salaberry, que también se formuló en esa oportunidad, en cuanto a extender el posnatal en media jornada. Y no quisiera extenderme ahora sobre el punto -sabemos que el proyecto se debe someter a votación en general-, pero median muchas razones por las cuales no nos parece pertinente acogerla.



Y, por último, con relación a lo expuesto por el Honorable señor Parra, en verdad se está presentando una convergencia -tal vez coincidente por el ritmo que están tomando los proyectos-, pero creo que existe una discusión política de fondo que merece la mayor preocupación del Senado.



Por cierto, el Ejecutivo se halla disponible para articular un debate global sobre la nueva realidad del mercado laboral, acerca de los desafíos para el Estado en orden a promover una mayor participación laboral femenina y sobre la necesidad de que la sociedad asuma, como una responsabilidad propia de su ámbito y como un bien público, el cuidado y la atención de niños y niñas, sin que ello siga siendo una responsabilidad exclusivamente privada y de las madres.



Se observa al respecto un tema de fondo que, en realidad, relaciona las discusiones sobre el proyecto de permiso por paternidad -entiendo que se encuentra en tabla para mañana en esta Sala- y la ampliación del derecho a alimentar para aquellas mujeres que no pueden acceder al beneficio de sala cuna, entre otros.



Por lo tanto, también quisiera manifestar, señor Presidente, la voluntad del Gobierno de participar en un debate más amplio y vinculante sobre una cuestión tan importante para Chile.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto.



--Se aprueba en general, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emiten pronunciamiento favorable 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Debe fijarse un plazo para presentar indicaciones.

El señor PARRA.- Sugiero el 1º de agosto, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se establecerá el lunes 1º de agosto, a las 12, para tal efecto.



--Así se acuerda.
El señor ROMERO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De los señores CORDERO y CANTERO:



Al señor Ministro de Justicia, acerca de DENEGACIÓN DE BENEFICIOS A CONDENADO PATRICIO ZAMORA RODRÍGUEZ.



Del señor ESPINA:



Al señor Intendente de la Novena Región de La Araucanía, a fin de pedir INFORMACIÓN SOBRE PROYECTOS DE DESARROLLO TURÍSTICO Y CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA EN EL RUBRO PARA COMUNA DE LONQUIMAY.



Al señor Presidente del BancoEstado, con el objeto de solicitar ANTECEDENTES SOBRE CRÉDITOS Y ASESORAMIENTO TÉCNICO PARA DESARROLLO DE TURISMO EN COMUNA DE LONQUIMAY.



Al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, con relación a PROYECTOS DE DESARROLLO TURÍSTICO Y CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA EN EL RUBRO PARA COMUNA DE LONQUIMAY.



Al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, en cuanto a PROYECTOS DE DESARROLLO DE AGROTURISMO Y CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA EN EL RUBRO EN COMUNA DE LONQUIMAY.



Al señor Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, referente a CRÉDITOS Y ASESORAMIENTO TÉCNICO PARA DESARROLLO DE TURISMO EN COMUNA DE LONQUIMAY.



Al señor Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica, concerniente a CRÉDITOS Y ASESORAMIENTO TÉCNICO PARA DESARROLLO DE TURISMO EN COMUNA DE LONQUIMAY.



Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Lonquimay, relativo a PROYECTOS COMUNALES DE DESARROLLO TURÍSTICO Y CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA EN EL RUBRO.

)----------------------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional, Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) y Demócrata Cristiano, ningún señor Senador interviene.

El señor ROMERO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:29.








Manuel Ocaña Vergara, 








 Jefe de la Redacción

A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOMETE A CONSIDERACIÓN DEL SENADO EL NOMBRAMIENTO DE PERFSONAS  QUE INDICA COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE PESCA

(S 810-05)

POR FAVOR, ESCANEAR

2

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA COMPOSICIÓN Y ATRIBUCIONES DEL CONGRESO NACIONAL, LA APROBACIÓN DE TRATADOS INTERNACIONALES, LA INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y OTRAS MATERIAS QUE INDICA

(2526-07 y 2534-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de reforma constitucional de ese H. Senado, que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica, boletines N°s 2526-07(S) y 2534-07(S), (refundidos), con las siguientes enmiendas:


Artículo único


Ha pasado a ser Artículo 1º.

Nº 1


Ha sustituido el inciso tercero del artículo 3º propuesto, por el siguiente:


“Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.

Nº 3


Ha reemplazado, el inciso segundo, del artículo 8º, propuesto, por el siguiente:


“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

Nº 4

Letra a)


La ha sustituido por la siguiente:


“a) Elimínase el número 2º.”.

Letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:


“b) Sustitúyese el número 3º, por el siguiente:


“3º Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo, se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primero o segundo grado, haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 1º, 4º ó 5º;”.

Letra c)


La ha sustituido por la siguiente:


c). Reemplázase el número 4 por el siguiente:


“4º. Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad a la ley.”.

Nº 5

Letra a)


Ha intercalado entre las palabras “autoridad” y “competente”, la voz “chilena”.

******


Ha consultado los siguientes números 7 y 8, nuevos:


“7.-Agrégase el siguiente inciso segundo en el  artículo 14:


“Los nacionalizados en conformidad al Nº 4º del artículo 10, tendrán opción a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en posesión de sus cartas de nacionalización.”.


8.- Sustitúyese en el Nº 2º del artículo 16 la expresión “procesada” por las siguientes: “sujeta a prisión preventiva”.”.

Nº 7


 Ha pasado a ser Nº 9, sin modificaciones.

Nº 8


Ha pasado a ser Nº 10, sustituido por el siguiente:


“10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:


a) Sustitúyese el párrafo cuarto del número 3º por el siguiente:


“Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales , sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.”.


b) Sustitúyese  el párrafo segundo del número 4º por los siguientes:


“La ley establecerá un sistema integral y efectivo de protección de estos derechos.


Dicha ley podrá establecer la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan.”.


c) Modifícase el número 7º en el siguiente sentido:


1.- Sustitúyese la letra e) por la siguiente:


“e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.


La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el artículo 9º, será conocida por el tribunal superior que corresponda integrado exclusivamente por miembros  titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”.


2.- Reemplázase en la letra f)  la expresión “inculpado” por las siguientes: “imputado o acusado”.


3.- Sustitúyese en la letra i) la frase “ el que hubiere sido sometido a proceso” por la siguiente: “el que hubiere sido privado de libertad, acusado”.”.

Nº 9


Lo ha rechazado.

Nº 10


Ha pasado a ser Nº 11, sin modificaciones.

Nº 11


Ha pasado a ser 12, sin enmiendas.

Nº 12


Ha pasado a ser Nº 13, sustituido por el siguiente:


“13.- Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 25 por los siguientes:


“Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 3º del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco  años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.


El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años  y no podrá ser reelegido para el período siguiente.”.”.

Nº 13


Ha pasado a ser Nº 14, sustituyendo su letra a), por la siguiente:


“a) Sustitúyese en el inciso primero la oración que sigue al punto seguido (.) por la que se indica:


“La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”, y”.

******


Ha intercalado en siguiente Nº 15, nuevo:


“15.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28. Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.”.”.

Nº 14


Ha pasado a ser 16, reemplazando en el inciso primero del artículo 29 que se sustituye, la oración “el Presidente de la Corte Suprema y el Presidente de la Cámara de Diputados”, por “el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte Suprema”.

Nº 15


Ha pasado a ser Nº 17, sin modificaciones.

Nº 16


Ha pasado a ser Nº 18, sin enmiendas.

Nº 17


Ha pasado a ser Nº 19, en iguales términos.

Nº 18


Ha pasado a ser Nº 20, sin modificaciones.

Nº 19



Ha pasado a ser Nº 21, intercalando en el inciso primero del artículo 45 que se reemplaza, entre el término “Senadores” y la conjunción “y”, la expresión ”,las circunscripciones senatoriales”.

*****


Ha consultado el siguiente Nº 22 nuevo:


“22.- Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46. Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco  años de edad el día de la elección.”.”.

Nº 20


Ha pasado a ser Nº 23, con la siguiente enmienda, al artículo 47 propuesto por este número:


En su letra b), inciso sexto, ha agregado, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo: “Con todo, un diputado podrá ser nominado para llenar el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su nuevo cargo cesará en el que detentaba.”.

Nº 21


Ha pasado a ser Nº 24, con las enmiendas siguientes:


En el primer párrafo de la letra a) del N° 1, ha intercalado la palabra “fundada”, a continuación de la voz “respuesta”.


En el segundo párrafo de la letra a) ha intercalado la voz “fundadamente”, luego de la palabra “contestará”.


En la letra b) del número 1, ha reemplazado la expresión “los dos tercios” por “la mayoría absoluta”.


En el primer párrafo de la letra c) del número 1, ha sustituido la expresión “un tercio” por “dos quintos”.


Ha suprimido los párrafos tercero, quinto y final de la citada letra c).

Nº 22


Ha pasado a ser Nº 25, sustituido por el siguiente:


“25.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 49:


a) Suprímese el Nº 3);


b)Sustitúyese en el Nº 4 la referencia al número 2º del artículo 17, por otra al número 3º del mismo artículo, y 


c) Sustitúyese en el Nº 8, la referencia al Nº 8 del artículo 82 por otra al Nº 10 del mismo artículo.”.

Nº 23


Ha pasado a ser Nº 26, con las siguientes enmiendas:


1.- Ha reemplazado el encabezamiento de la modificación propuesta al artículo 50, por la que sigue:


“26.- Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:


“Artículo 50. Son atribuciones del Congreso:”.


2.- Ha eliminado las comillas (“) que anteceden al Nº 1)


3.- Ha sustituido el párrafo segundo del N° 1, por el siguiente:


“El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.”.


4.- Ha reemplazado el párrafo sexto del N° 1, por el siguiente:


“Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá, tratándose de un acuerdo que fue aprobado por el Congreso, la opinión de ambas Cámaras. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.”.

Nº 24


Ha pasado a ser Nº 27, sustituido por el siguiente:


“27.- Derógase el artículo 51.”.

Nº 25


Ha pasado a ser Nº 28, reemplazado por el siguiente:


“28.- Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:


“Artículo 52. El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.


En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional.


La ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tramitación de las acusaciones constitucionales, la calificación de las urgencias conforme lo señalado en el artículo 71 y todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.”.

Nº 26


Ha pasado a ser Nº 29, con la siguiente enmienda:

Letra d)


Ha reemplazado la frase “Director de Investigaciones” por la siguiente: “Director General de la Policía de Investigaciones”.

Nº 27


Ha pasado a ser 30, sin modificaciones.

Nº 28


Ha pasado a ser Nº 31, con las siguientes enmiendas:


1. Ha reemplazado su encabezamiento por el siguiente:


“31.- Sustitúyese el artículo 56, por el siguiente:”.


2. Ha sustituido el inciso segundo del artículo 56 que se modifica, por el siguiente:


“En el caso de guerra exterior, las funciones de diputado o senador serán, además, compatibles, con los cargos que se confieran mientras persista el estado de guerra.”.

Nº 29


Ha pasado a ser Nº 32, sin modificaciones.

Nº 30


Lo ha suprimido

Nº 31


Ha pasado a ser Nº 33, sin modificaciones.

******


Ha incorporado los siguientes números 34 y 35, nuevos:


“34.- Agrégase en el artículo 64 el siguiente inciso final:


“Una comisión integrada por igual número de diputados y senadores, deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara,  en relación a la ejecución de la ley de presupuestos del sector público. La comisión podrá citar a todo funcionario público para informar acerca de la ejecución presupuestaria, sin perjuicio de estar facultada para requerir informes acerca de dicha materia.”.


35.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 71 por el siguiente:


“La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presidente de la República, previo acuerdo con la Cámara que conozca del proyecto, conforme a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.”.

Nº 32


Ha pasado a ser Nº 36, sustituido por el siguiente:


“36.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 72, la frase “ de la legislatura ordinaria o extraordinaria siguiente” por los términos “siguientes a la reanudación de sus sesiones”.”.

Nº 33


Lo ha suprimido

Nº 34


Ha pasado a ser Nº 37, sin modificaciones.

Nº 35


Ha pasado a ser Nº 38, sin enmiendas.

*****


Ha incorporado los siguientes números 39 y 40, nuevos:


“39.-. Modifícase el artículo 80 C en los siguientes términos:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la frase: “durará diez años en el ejercicio de sus funciones”, por la siguiente: “durará ocho años en el ejercicio de sus funciones”, y


b)Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Será aplicable al Fiscal Nacional lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 en lo relativo al tope de edad.”.


40.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 80 D, la frase “durarán diez años en el ejercicio  de   sus  funciones”,  por la siguiente: “durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones”.”.

Nº 36


Ha pasado a ser Nº 41, sin modificaciones.

Nº 37


Ha pasado a ser Nº 42, reemplazado por el siguiente:


“42- Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:


“Artículo 81. Habrá un Tribunal Constitucional integrado por diez miembros, designados de la siguiente forma:


a) Tres designados por el Presidente de la República.


b) Cuatro elegidos por el Congreso Nacional. Dos serán nombrados directamente por el Senado y dos serán previamente propuestos por la Cámara de Diputados  para su aprobación o rechazo por el Senado. Los nombramientos, o la propuesta en su caso, se efectuarán en votaciones únicas y requerirán para su aprobación del voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, según corresponda. 


c) Tres elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se celebrará  en sesión especialmente convocada para tal efecto.


Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 55, 56 y 78, y no podrán ejercer la profesión de abogado ni actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo.


Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo aquel que lo haya sido como reemplazante y haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.


En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado. 


El Tribunal resolverá en pleno las cuestiones indicadas en los números 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º,  9º y 12º del artículo siguiente.  Para el ejercicio de sus restantes atribuciones podrá funcionar en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional. El quórum para sesionar será de , a lo menos, cuatro quintos de sus respectivos miembros. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. 


Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, así como sus atribuciones y procedimiento y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal.”.”.

Nº 38


Ha pasado a ser Nº 43, sustituido por el siguiente:


“43.- Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:


“Artículo 82. Son atribuciones del Tribunal Constitucional:


1º Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2º Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los auto acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;


3º Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


4º Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


5º Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


6° Resolver, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución; 


7º Resolver por la mayoría de los cuatro quintos de sus integrantes en ejercicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral anterior;


8º Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


9º Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 88;


10° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del Nº 15º del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio; 


11º Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 49 número 7 de esta Constitución;


12º Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia;


13º Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


14º Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación  en el cargo de los parlamentarios;


15º Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 57 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y 


16° Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos que fueren dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 60.


En el caso del número 1.º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso.


En el caso del número 2.º, el Tribunal podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de diez de sus miembros.   Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o con gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, cuando sea afectada por lo dispuesto en el respectivo autoacordado.


En el caso del número 3.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, siempre que sea formulado antes de la promulgación de la ley o de la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional y, en caso alguno, después de quinto día del despacho del proyecto o de la señalada comunicación.


La declaración de inconstitucionalidad respecto de las normas cuestionadas, procederá únicamente por infracción de aquellos preceptos de la Constitución consignados como fundamento de la cuestión de constitucionalidad y que fueren expresamente invocados en el requerimiento. 


El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.


El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.


En el caso del número 4.º, la cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.


En el caso del número 5.º, la cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.


El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.


Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.


En el caso del número 6.º, la cuestión podrá ser planteada por cualquiera de las partes o por el juez que conoce del asunto. Corresponderá a cualquiera de las salas del Tribunal declarar, sin ulterior recurso, la admisibilidad de la cuestión siempre que verifique la existencia de una gestión pendiente ante el tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisivo en la resolución de un asunto, que la impugnación esté fundada razonablemente y se cumplan los demás requisitos que establezca la ley.  A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.


En el caso del número 7°, corresponderá al Tribunal pronunciarse de oficio, cuando proceda, y en el mismo fallo en que haya declarado inaplicable un precepto legal.


En los casos del número 8º, la cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.


En el caso del número 11º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Senado.


Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones que se le confieren por los números 10.º y 13.º de este artículo.


Sin embargo, si en el caso del número 10º la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio.


En el caso del número 12°, el requerimiento deberá ser deducido por cualquiera de las autoridades o tribunales en conflicto.


En el caso del número 14º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio.


En el caso del número 16º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras efectuado dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado. En el caso  de vicios que no se refieran a decretos que excedan la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República también podrá una cuarta parte de los miembros en ejercicio deducir dicho requerimiento.  


El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 10º, 11º y 13º, como, asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.


En los casos de los numerales 10º, 13º y en el caso del numeral 2º cuando sea requerido por una parte, corresponderá a una sala del Tribunal pronunciarse sin ulterior recurso, de su admisibilidad.”.”.

Nº 39


Ha pasado a se Nº 44, reemplazado por el siguiente:


“44. Sustitúyese el artículo 83 por el siguiente:


“Artículo 83. Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.


Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate, o en auto acordado, en su caso.


En el caso del Nº 16º del artículo 82, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. De igual modo quedará sin efecto el precepto declarado inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en el numeral 7º del artículo 82.


Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de todo o parte de una ley o de un decreto con fuerza de ley se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.”.

Nº 40


Ha pasado a ser Nº 45, sustituido por el siguiente:


“45.- Sustitúyese el inciso final del artículo 87 por el siguiente:


“El Contralor General de la Republica deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo.”.”.

Nº 41


Ha pasado a ser Nº 46, sin modificaciones.

Nº 42


Ha pasado a ser Nº 47, sustituido por el siguiente:


“47.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 93 por el siguiente:


“El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informado previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.”.

Nº 43


Ha pasado a ser Nº 48, sustituido por el siguiente:


“48.- Sustitúyese el artículo 95 por el siguiente:


“Artículo 95. Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Jefe del Estado y estará integrado por los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor General de la República.


En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de la defensa nacional, de la seguridad pública, de las relaciones exteriores y de la economía y finanzas del país.”.”.

Nº 44


Ha pasado a ser 49, modificado de la siguiente manera:


Ha reemplazado la segunda oración del inciso primero, por la siguiente:


“El Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.”.

Nº 45


Ha pasado a ser Nº 50, sin enmiendas.

Nº 46


Lo ha suprimido.

Nº 47


Ha pasado a ser Nº 51, sin modificaciones.

*******


Ha incorporado los siguientes números 52 y 53, nuevos:


“52- Derógase el artículo final.


53.- Deróganse las disposiciones transitorias primera, cuarta, novena, décima, decimoprimera, decimosegunda, decimotercera, decimocuarta, decimoquinta, decimosexta, decimoséptima, decimooctava, decimanovena, vigésima, vigesimaprimera, vigesimasegunda, vigesimatercera, vigesimacuarta, vigesimaquinta, vigesimasexta, vigesimaséptima, vigesimaoctava, vigesimanovena, trigésima, trigesimasegunda, trigesimatercera, trigesimacuarta, trigesimaquinta y cuadragésima.”.

Nº 48


Ha pasado a ser Nº 54, reemplazado por el siguiente:


“54.- Incorpóranse las siguientes disposiciones transitorias:


“Cuadragesimaprimera. El mandato del Presidente de la República en ejercicio será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.


Cuadragesimasegunda. El Senado estará integrado únicamente por senadores electos en conformidad con el artículo 45 de la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes.


Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.


Los senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformidad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 45 que se derogan, continuarán desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006.


Cuadragesimatercera. Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores.


Cuadragesimacuarta. El reemplazo de los actuales Ministros y el nombramiento de los nuevos integrantes del Tribunal Constitucional, se efectuará conforme a las reglas siguientes:


Los actuales Ministros nombrados por el Presidente de la República, el Senado y el Consejo de Seguridad Nacional se mantendrán en funciones hasta el término del período por el cual fueron nombrados o hasta que cesen en sus cargos.


El reemplazo de los Ministros designados por el Consejo de Seguridad Nacional corresponderá al Presidente de la República.


El Senado nombrará tres Ministros del Tribunal Constitucional, dos directamente y el tercero previa propuesta de la Cámara de Diputados. Éste último durará en el cargo hasta el mismo día en que cese el actualmente nombrado por el Senado o quién lo reemplace en conformidad al inciso sexto de este artículo, y podrá ser reelegido.


La Corte Suprema nominará, en conformidad a la letra c) del Artículo 81, tres abogados, especificando en sus nombramientos cuáles de ellos durarán tres, seis y nueve años.  El que haya sido nombrado por tres años podrá ser reelegido.


Si alguno de los actuales Ministros no contemplados en el inciso anterior cesare en su cargo, se reemplazará por la autoridad indicada en las letras a) y b) del artículo 81, según corresponda, y su período durará por lo que reste a su antecesor, pudiendo éstos ser reelegidos.


Los Ministros nombrados en conformidad a esta disposición deberán ser designados con anterioridad al 11 de diciembre de 2005 y entrarán en funciones el 1 de enero de 2006.


Cuadragesimaquinta. Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.


Las contiendas de competencia actualmente trabadas ante la Corte Suprema y las que lo sean hasta la entrada en vigor de las modificaciones al Capítulo VII, continuarán radicadas en dicho órgano hasta su total tramitación.


Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se iniciaren en la Corte Suprema para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VII, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte hasta su completo término


Cuadragesimasexta. Las reformas introducidas al Capítulo VII entrarán en vigor dentro de seis meses contados desde la publicación de la presente reforma constitucional.


Cuadragesimaséptima. Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado de la Seguridad Pública.


Cuadragesimaoctava. Las modificaciones dispuestas en el artículo 54, Nº 2, comenzarán a regir después de la próxima elección general de parlamentarios.


Cuadragesimanovena.- Sin perjuicio de lo indicado en la disposición cuadragésima sexta transitoria, el Tribunal Constitucional ejercerá las nuevas atribuciones que le confiere esta Constitución seis meses después de la publicación de la presente reforma.”.”.

******


Ha consultado el siguiente artículo 2º, nuevo:


“Artículo 2º. Autorízase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo, pueda dictar un texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política de la República dentro del plazo de un año desde la aprobación de la presente reforma.”.”.

*******


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 24.342, de 11 de noviembre de 2004.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(FDO.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA,

Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.798, SOBRE  CONTROL DE ARMAS Y EXPLOSIVOS

(3885-07)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas:


1) Elimínanse de la letra d) del artículo 2º, las expresiones “incluidas las incendiarias” y las comas (,) que le anteceden y preceden.


2) Sustitúyense en el encabezamiento del artículo 9º A, las expresiones “presidio menor en su grado mínimo” por las siguientes “presidio menor en cualquiera de sus grados”.


3) Intercálase en el artículo 13, el siguiente inciso segundo:


“No obstante, tratándose de la posesión o tenencia de bombas o artefactos incendiarios, la pena será de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.”.


4) Subtitúyese el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Los delitos tipificados en los artículos 9º, 9º A, 11 y 14 A de esta ley serán conocidos por los tribunales ordinarios con competencia en lo criminal, con arreglo al Código Procesal Penal.  Los mismos tribunales conocerán de los delitos tipificados en los artículos 13 y 14 cuando se cometieren con bombas o artefactos incendiarios, con armas de fabricación artesanal o transformadas respecto de su condición original, o bien con armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados.”.”.

*****

Hago presente a V.E. que los números 1 y 4 del artículo único fueron aprobados en general y en particular con el voto a favor de 90 Diputados, de 114 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(FDO.): GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados

4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO SOBRE SERVICIOS AÉREOS ENTRE CHILE E ITALIA

(3570-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre los Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana” y su anexo, suscrito en la ciudad de Roma, el 27 de febrero de 2002.”.


Dios guarde a V.E.

(FDO.): GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO Secretario General de la Cámara de Diputados

6

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE FACULTADES EN MATERIAS FINANCIERAS PARA LAS UNIVERSIDADES ESTATALES

(3502-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

- - - - - -


A la sesión que la Comisión dedicó a este asunto asistieron, en representación del Ejecutivo, la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet; el Jefe del Departamento Jurídico de esta Secretaría de Estado, señor Rodrigo González. De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Jefe del Sector Educación, señor José Espinoza. Del Consorcio de Universidades del Estado: la Directora Ejecutiva, señora Marcela Letelier.

- - - - - -


Se hace presente que en sesión de 1 de diciembre de 2004 la Sala de la Corporación autorizó a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para discutir esta iniciativa en general y en particular. 


Posteriormente fue informado por la Comisión de Hacienda del Senado y la Sala aprobó en general el texto del proyecto propuesto por la Comisión de Hacienda, abriendo un plazo para presentar indicaciones, las que fueron hechas al mencionado texto.

- - - - - -


Cabe hacer presente que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 63, inciso segundo, de la Constitución Política, el artículo 1º de la iniciativa requiere para su aprobación del voto de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en cuanto modifica la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República.


Igualmente, os hacemos presente que en conformidad con lo dispuesto en los artículos 60, Nº 7, y 63, inciso segundo, de la Carta Fundamental, el artículo 2º de la iniciativa requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Honorables señores Senadores en ejercicio.

- - - - - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículo 1º.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nºs 4 y 6.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.





4.- Indicaciones rechazadas: Nºs 1, 2, 3 y 5.


5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES


a) El artículo 19, Nº 10º, de la Constitución Política, que consagra la garantía del derecho a la educación.


b) Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, Nº 18.575.


c) La Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, Nº 18.962.


d) La ley Nº 19.287, que modifica la ley Nº 18.591 y establece normas sobre Fondos Solidarios de Crédito Universitario.


e) El Código del Trabajo.


f) La ley Nº 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo.


h) La ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica.


i) La ley Nº 17.322, que establece normas para cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas en los institutos de previsión.


j) El Código Tributario.


k) La ley Nº 18.591, que fija normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y de personal.


l) El decreto con fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Educación, de 1981, que fija normas sobre financiamiento de las universidades.


m) La Ley de Mercado de Valores, Nº 18.045.


n) La ley Nº 19.848, que establece nuevas normas para la reprogramación de deudas provenientes del crédito solidario de la educación superior.

-.-.-.-.-.-.-.

DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.





El Honorable Senador señor Parra señala que antes de discutir las indicaciones presentadas desea referirse al artículo 1º del proyecto, el cual no fue objeto de indicación. En él, se establece que las Universidades Estatales estarán exentas del trámite de toma de razón, sin perjuicio del cumplimiento de otras medidas de control posterior que disponga el Contralor General de la República en el ejercicio de sus atribuciones. Señala que este artículo ha sido objeto de ciertas reservas, por cuanto se relaciona directamente con las facultades que la Constitución Política de la República otorga a la Contraloría General de la República.





Además, señala que conoce cómo se gestó este artículo y al respecto sostiene que constituye una lucha muy larga de las Universidades Estatales. 





La Jefa de la División de Educación Superior observa que el artículo 1º responde a una demanda muy antigua de las Universidades Estatales en relación a trámites menores como la suscripción de contratos y todos los que deben realizar las universidades sometidas al control previo de la Contraloría. 





Además, indica que cuando se inició la tramitación de este proyecto en la Cámara de Diputados, se presentó un texto mucho más amplio, en el cual se establecía que estas actuaciones se someterían a un control posterior y se eliminaba el trámite de toma de razón para todos los actos administrativos de estas universidades, teniendo en cuenta que el trámite de toma de razón en definitiva es sólo un control de legalidad.





Asimismo, indica que el Contralor General fue invitado por el Ministerio de Educación y expuso su preocupación por la eliminación de este trámite de toma de razón. En este sentido, el Ministerio se hizo cargo de esta inquietud y por esto repuso respecto de una serie de trámites de carácter significativo la toma de razón como una control anterior, como sucede con la reglamentación de la carrera funcionaria o la supresión de empleos.





Finalmente, indica que el objetivo de este artículo es aligerar la tramitación de los actos administrativos de las Universidades Estatales. 





A su vez, la Directora Ejecutiva del Consorcio de las Universidades Estatales, respecto de este trámite agrega que estas universidades se han visto restringidas en su accionar y toma de decisiones, por el tiempo que conlleva un procedimiento de toma de razón.





Además, expone que existe una gran diferencia de criterios entre algunas Contralorías Regionales, como ha sucedido con la contratación de expertos extranjeros en el caso de las Universidades de Magallanes, del Biobío y Metropolitana. De este modo, concluye que sería positivo mantener esta norma.

ARTÍCULO 2º


En su inciso primero, autoriza a las universidades estatales, por el plazo que indica, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2004. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.


En su inciso segundo, exige que el servicio de la deuda derivada de los empréstitos se haga con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, no pudiendo exceder de veinte años.


En su inciso tercero, declara que la autorización no comprometerá el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


En su inciso cuarto, obliga a las universidades a llamar a propuesta pública para seleccionar las entidades financieras que les concederán los empréstitos.

Indicación Nº 1


Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimirlo.





El Honorable Senador señor Parra señala que esta indicación deja prácticamente sin sentido este proyecto y no debe olvidarse que fue aprobado con una amplia mayoría en la Sala, lo que podría reflejar la real voluntad de legislar en esta materia con el fin de resolver el problema del endeudamiento de arrastre de las Universidades Estatales.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra concuerda con el Honorable Senador señor Parra, ya que de aprobarse esta indicación el proyecto no tendría sentido.





La Jefa de la División de Educación Superior expone que este artículo fue objeto de cambio en la Comisión de Hacienda en relación con lo aprobado por la Comisión de Educación en cuanto al aumento del plazo al 31 de diciembre de 2004 y al reponer el inciso tercero.





El Honorable Senador señor Vega considera que uno de los graves problemas de las Universidades Estatales es su financiamiento, lo que se aprecia en esta gran deuda de arrastre, lo que las coloca en una situación desventajosa respecto de las universidades privadas.


-. Sometida a votación la Indicación Nº 1, es rechazada por mayoría con los votos de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega y con el voto a favor de la indicación del Honorable Senador señor Fernández.

Indicación Nº 2


Del Honorable Senador señor Novoa, en subsidio de la anterior, para agregar, en el inciso primero, a continuación de la expresión inicial “universidades estatales”, lo siguiente: “que cuenten con clasificación de riesgo BBB+ (triple B más)”, y para sustituir el guarismo “2004” por “2003”.





El Honorable Senador señor Fernández señala que el sentido de esta indicación es que sólo ciertas universidades que cuentan con patrimonio propio y que son solventes puedan hacer este tipo de renegociación, ya que beneficiar a todas las universidades, incluyendo a las insolventes, implicaría que el Fisco deba asumir la responsabilidad de una mala gestión o mala administración.





El Honorable Senador señor Parra indica que está por rechazar esta indicación porque considera que el establecer el trámite de clasificación de riesgo no sólo dilata la gestión, sino que además la encarece. En este sentido, estas instituciones no tienen por su naturaleza la obligación de someterse a una clasificación de riesgo. 





En relación con la fecha, expone que la dilación en la aprobación del proyecto ha determinado que el capital adeudado se incremente con la generación de intereses.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra indica que la aprehensión del Honorable Senador Fernández es válida pero considera que en el artículo 3º  estaría la solución a este conflicto al señalar que “a contar del 1º de enero del año 2005 las Universidades Estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados.”.





El Honorable Senador señor Moreno expresa que rechazará la indicación porque cree que introducir una nueva clasificación al sistema universitario sería aumentar más dificultades a este sistema.





El Honorable Senador señor Vega señala que existen universidades débiles y fuertes, lo que en el fondo esto refleja la gran desigualdad de nuestra sociedad. En este sentido, considera que serán los bancos los que tomarán la decisión, por esto anuncia su voto en contra.


-. Sometida a votación la Indicación Nº 2, es rechazada por mayoría con los votos de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega y con el voto a favor de la indicación del Honorable Senador señor Fernández.

Indicación Nº 3


Del Honorable Senador señor Parra, para eliminar el inciso final.





El Honorable Senador señor Parra indica que el inciso final que propone eliminar establece la obligación de llamar a propuesta pública para seleccionar a la entidad financiera con la que se va a consolidar el pasivo de estas universidades. Al respecto considera que esto es absolutamente innecesario, porque todas las instituciones ya tienen una entidad bancaria con la cual vienen operando y que ya ha hecho un estudio sobre su situación patrimonial y financiera.





Además, agrega que si se opta por obligarlas a llamar a una licitación pública se dilatará el momento de la consolidación incluso más allá del 31 de diciembre de 2004. Asimismo, señala que con este procedimiento se encarecerá innecesariamente la gestión.





El Honorable Senador señor Fernández expone que el sentido de este inciso es claramente de índole financiero, porque el poder llamar a propuesta pública puede implicar que el crédito pueda ser menos oneroso. Asimismo, no puede subentenderse que la entidad bancaria que ha otorgado préstamos a las universidades sea la institución que otorgue los créditos menos costosos. En este sentido, considera que este inciso va en beneficio de las propias universidades.





El Honorable Senador Muñoz Barra indica que es obvio que las universidades antes de consolidar su pasivo estudiarán detalladamente la oferta del mercado bancario y además dada la estructura institucional de la Universidades Estatales nadie podrá gestionar inadecuadamente un crédito. De este modo, agrega que este cuarto inciso burocratiza aún más el sistema, por esto apoya la proposición del Honorable Senador señor Parra.





El Honorable Senador señor Parra agrega que el argumento del Honorable Senador señor Fernández puede ser válido, pero considera que el llamado a licitación pública no salva el problema de las Universidades Estatales. Asimismo, acota que de suprimirse este inciso las universidades no quedan privadas de buscar al mejor acreedor para consolidar sus  pasivos.





El Honorable Senador señor Moreno expone que rechazará esta indicación en concordancia con lo discutido y votado previamente por esta Comisión, como consta en el Primer Informe. Además, señala que el argumento para mantener este inciso es que no hay razones para evitar que se llame a un concurso para acceder a un endeudamiento.





El Honorable Senador señor Vega indica que este proceso de endeudamiento requiere de transparencia y en este sentido está por rechazar esta indicación.





La Jefa de la División de Educación Superior propone dejar constancia sobre una observación que hizo la Universidad del Biobío en el sentido que en el inciso primero del artículo 2º se habla de “empréstitos, u otras obligaciones financieras”. En cambio, en los otros incisos sólo se hace mención a los empréstitos. No obstante, el criterio de la norma es hacer extensiva su aplicación tanto a los empréstitos como a las otras obligaciones financieras.


-. Sometida a votación la Indicación Nº 3, es rechazada por mayoría con los votos de los Honorables Senadores señores Fernández, Moreno y Vega y los votos a favor de la indicación de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Parra.

ARTÍCULO 3º


Exige a las universidades estatales, a contar del 1 de enero de 2005, publicar sus balances generales y estados financieros auditados. La forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros serán idénticos a los que se exijan a las Sociedades Anónimas abiertas. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3º de la ley Nº 18.045.

Indicación Nº 4

Del Honorable Senador señor Parra, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- A contar del 01 de enero del año 2006, las Universidades Estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. La División de Educación Superior del Ministerio de Educación establecerá la forma, contenido y oportunidad de publicación de dichos estados, de manera que sean homologables con los de las demás instituciones de educación superior.”.





El Honorable Senador señor Parra expone que el sentido de esta indicación es que en lugar de entregar la fiscalización financiera a la Superintendencia de las Sociedades Anónimas y a la ley Nº 18.045 se propone dejar esta facultad en manos de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, entidad que podrá actuar con criterios propios de las instituciones de educación superior. 





Además, indica que este artículo no es novedoso, puesto que ya se aprobó en el proyecto del ley sobre Acreditación, en donde se estableció la universalidad para todas las instituciones de educación superior de la obligación de confeccionar balances contables y entregarlos, debiendo la División de Educación Superior fijar las clasificaciones para la confección de dichos balances.





La Jefa de la División de Educación Superior acota que esta indicación tiene un efecto simbólico, ya que los jóvenes con la norma aprobada pueden entender que se está convirtiendo a las Universidades Estatales en verdaderas sociedades anónimas abiertas. Así, agrega, con esta indicación se ayuda a conciliar las relaciones con los movimientos estudiantiles.


-. Sometida a votación la Indicación Nº 4, es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

ARTÍCULO 4º


Prescribe que sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.

Indicación Nº 5

Del Honorable Senador señor Parra, para suprimirlo.





El Honorable Senador señor Parra señala que este tema fue debatido extensamente en la Sala y varios señores Senadores formularon observaciones. Explica que lo que ocurre es que gran parte de los recursos que captan estas universidades provienen de concursos que implican transferencias, o provienen de contratos en el marco de concursos o de procesos de selección de proyectos. 





Asimismo, indica que los gobiernos regionales con cargo al FNR efectúan transferencias a las universidades, y da como ejemplo el Gobierno Regional de la VIII Región que ha hecho un gran esfuerzo para colaborar en el montaje de un centro de biotecnología, aportando alrededor de unos 2.400 millones de pesos. También, cita el caso de FONDECYT, entidad que aporta fondos para la investigación de las universidades. 





En todas estas situaciones, agrega, habrían transferencias de fondos y no se requiere de una ley específica. Así, concluye que este artículo puede debilitar la capacidad competitiva de las Universidades Estatales en este tipo de concursos.





El Honorable Senador señor Fernández considera que este artículo no afecta a las situaciones descritas por el Honorable Senador señor Parra, ya que se refiere exclusivamente a las transferencias libres que hace el Fisco a las universidades.





El Honorable Senador Señor Moreno expresa que respecto a estas transferencias debe existir una ley que las autorice con el objeto de evitar discriminaciones. 





La Directora Ejecutiva del Consorcio de las Universidades Estatales lee una carta que envió el Presidente del Consorcio en representación de los Rectores, en la cual se expone que se redefina la interpretación de esta norma, para que no generen conflictos en su aplicación posterior respecto a los fondos concursables de los gobiernos regionales.





El Asesor de la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda indica que este artículo está aprobado en los mismos términos para las Municipalidades, lo que ha significado un gran alivio para el Ministerio de Hacienda frente a la solicitudes de recursos económicos de algunos alcaldes.





Por otra parte, agrega que esta norma no ha privado a los municipios de postular los fondos del FNR, FONDEF, FONDECYT, ya que en estos casos es la Ley de Presupuestos la que faculta estas transferencias.





La Jefa de la División de Educación Superior solicita que de mantenerse el artículo aprobado en general por el Senado se deje constancia de lo expuesto por el asesor del Ministerio de Hacienda respecto a la interpretación restrictiva de esta norma, en el sentido que este artículo no obsta a la transferencia de fondos de los FNR, FONDEF, FONDECYT y otros.


-. Sometida a votación la Indicación Nº 5 es rechazada por mayoría con los votos de los Honorables Senadores señores Fernández, Moreno y Vega, y los votos a favor de la indicación de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Parra.

ARTÍCULO 5º


En su inciso primero, faculta a las universidades para establecer una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios de carrera o a contrata que prestan servicios en ellas, que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, si son mujeres, y comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas de sus contratos.


En su inciso segundo, concede a los beneficiarios derecho a percibir el equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año y fracción superior a seis meses de servicios prestados a la universidad, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores a la publicación de la presente ley, actualizados según el IPC determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


En su inciso tercero, declara que la bonificación será de cargo de la universidad empleadora y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. Añade que, además, será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral, pudiere corresponder al funcionario, en especial la establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.


En su inciso cuarto, prohíbe que los beneficiarios sean nombrados o contratados en la universidad en que prestaban servicios, sea a contrata o a honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Indicación Nº 6

Del Honorable Senador señor Parra, para  reemplazar el inciso final por el siguiente:


“Los académicos que hayan alcanzado la calidad de profesor emérito u otra equivalente podrán ser contratados por la universidad respectiva en la modalidad que ella defina”.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra señala que aprueba esta indicación porque con el texto de la norma aprobada en general los profesores que hayan alcanzado un alto grado de experiencia probablemente dejarían de prestar sus servicios en las Universidades Estatales.





El Honorable Senador señor Parra explica que la generalidad de los estatutos universitarios establece una calidad excepcional que se otorga a los académicos que jubilan cuando han tenido una trayectoria particularmente destacada y una alta productividad científica o de investigación. De este modo, agrega, se les otorga este grado de profesor emérito que en algunos casos puede implicar derechos especiales para mantener su vinculación activa con la universidad. 





Asimismo, acota que los profesores eméritos son escasos y realmente son muy necesarios para la investigación en el ámbito universitario, por lo mismo deben mantener una relación contractual activa con la respectiva universidad.





El Asesor de la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda expone que algunas universidades tienen la categoría de profesor emérito, pero ésta no está homologada porque no está contenida en ninguna ley o reglamento general para todas las universidades. 





Asimismo, agrega, que si un profesor es emérito o su equivalente la universidad podría aceptar que éste se jubile y luego recontratarlo con el fin de mantenerlo relacionado activamente. Obviamente, aclara, que en esta situación no tendría derecho a percibir el bono que regula este artículo.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra acota que de producirse la recontratación se perjudicaría a estos profesores porque tendrían que restituir el bono o simplemente no tendrían derecho a percibirlo. Considera que estos profesores deben ser premiados por lo mismo se debe mantener su derecho al bono.





El Honorable Senador señor Parra considera que es necesario marcar un punto de quiebre entre el contrato que termina y el nuevo contrato de carácter excepcional, porque en caso contrario el mantener abierta esta facultad de recontratar podría crear una enorme presión sobre la universidades, puesto que todo el profesorado aspirará a ser recontratado.





Asimismo, indica que un problema de las universidades es el envejecimiento de sus académicos y su falta de renovación. Por esto, agrega, lo que se espera es que el incentivo al retiro que se persigue con la entrega de este bono, produzca efectivamente el efecto de rejuvenecer las plantas de las universidades. Por esto, opina, que la recontratación sólo debe permitirse en casos calificados de emérito o de necesidad institucional objetiva.





El Honorable Senador señor Fernández señala que el sentido de la norma no es obligar a renunciar a los académicos, sin embargo, agrega, si voluntariamente se decide jubilar tendrá derecho a una bonificación. Indica que si la persona es recontratada no tendrá derecho a este bono, porque percibirá la jubilación y el sueldo del nuevo contrato. Para concluir expone que no puede permitirse que esta persona jubile, lo recontraten y además perciba el bono.





El Honorable Senador señor Moreno hace hincapié en los efectos negativos para el personal de calidad de las universidades, porque deberán optar entre el bono y la recontratación.





El Honorable Senador señor Vega entiende que el sentido de esta norma es estimular la renuncia voluntaria, por esto está en contra de la indicación.





El Honorable Senador señor Fernández señala que esta norma podría tener problemas de constitucionalidad porque está involucrando un gasto público, materia que no corresponde a la Comisión de Educación.


-.Sometida a votación la Indicación Nº 6, es aprobada por mayoría con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Fernández y Vega.

- - - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS

ARTÍCULO TERCERO


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- A contar del 01 de enero del año 2006, las Universidades Estatales deberán publicar sus balances y demás estados financieros debidamente auditados. La División de Educación Superior del Ministerio de Educación establecerá la forma, contenido y oportunidad de publicación de dichos estados, de manera que sean homologables con los de las demás instituciones de educación superior.”.

(Indicación Nº 4. Aprobada unanimidad 5x0).

ARTÍCULO QUINTO

Inciso Final


Sustituirlo por el siguiente:


“Los académicos que hayan alcanzado la calidad de profesor emérito u otra equivalente podrán ser contratados por la universidad respectiva en la modalidad que ella defina.”.

(Indicación Nº 6. Aprobada por Mayoría 3x2).

- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Las universidades estatales serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.


Con todo, sólo estarán afectas al trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:


a) Aprobación del presupuesto y sus modificaciones;


b) Enajenaciones de bienes raíces;


c) Reglamentos de carreras funcionarias y sus modificaciones;


d) Medidas que impliquen la supresión de empleo o la eliminación o destitución de algún miembro de la institución, y


e) Otras materias esenciales que señale el respectivo Estatuto.


Las materias no comprendidas en el inciso anterior quedarán exentas del trámite de toma de razón, sin perjuicio del cumplimiento de otras medidas de control posterior que disponga el Contralor General de la República en el ejercicio de sus atribuciones, con el objeto de asegurar la legalidad de los actos de las universidades estatales y hacer efectivas las responsabilidades que procedan.


Artículo 2º.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2004. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.


El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por esta ley, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.


Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


Las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Artículo 3º.- A contar del 01 de enero del año 2006, las Universidades Estatales deberán publicar sus balances y demás estados financieros debidamente auditados. La División de Educación Superior del Ministerio de Educación establecerá la forma, contenido y oportunidad de publicación de dichos estados, de manera que sean homologables con los de las demás instituciones de educación superior.


Artículo 4º.- Sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.


Artículo 5º.- Las universidades estatales podrán establecer una bonificación  por retiro voluntario para los funcionarios de carrera o a contrata que prestan servicios en ellas, que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, si son mujeres, y comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas de sus contratos.


Los beneficiarios de dicha bonificación tendrán derecho a percibir el equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año y fracción superior a seis meses de servicios prestados a la universidad, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores a la publicación de la presente ley, actualizados según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


La bonificación será de cargo de la universidad empleadora y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. Además, la bonificación será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral, pudiere corresponder al funcionario, en especial la establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.


Los académicos que hayan alcanzado la calidad de profesor emérito u otra equivalente podrán ser contratados por la universidad respectiva en la modalidad que ella defina.”.

Acordado en sesión celebrada el día 8 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Roberto Muñoz Barra, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.


Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2005.

(FDO.): María Isabel Damilano Padilla

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE FACULTADES EN MATERIAS FINANCIERAS PARA LAS UNIVERSIDADES ESTATALES

(3502-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Rodrigo González, y el asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor José Espinoza.


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que señala que en su segundo informe se pronunció acerca de las indicaciones que se presentaron al texto aprobado en general por el Senado, que corresponde al texto aprobado por la Comisión de Hacienda en su primer informe.

Se hace presente que en sesión de fecha 21 de junio de 2005, la Sala del Senado abrió un nuevo plazo para formular indicaciones a la iniciativa.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: indicación nueva del Ejecutivo, en lo relativo al artículo 5º.



2.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: indicación nueva del Ejecutivo, en lo referente al artículo 3º.





3.- Indicaciones rechazadas: números 1, 2, 3, 4, 5 y 6.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 2º, 3º, 4º y 5º del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN

ARTÍCULO 2º


En su inciso primero, autoriza a las universidades estatales, por el plazo que indica, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2004. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.


En su inciso segundo, exige que el servicio de la deuda derivada de los empréstitos se haga con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, no pudiendo exceder de veinte años.


En su inciso tercero, declara que la autorización no comprometerá el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


En su inciso cuarto, obliga a las universidades a llamar a propuesta pública para seleccionar las entidades financieras que les concederán los empréstitos.





Los representantes del Ejecutivo señalaron que el artículo 2º es el que autoriza a renegociar y repactar las deudas que las universidades estatales tienen al 31 de diciembre del año 2004, a un plazo que exceda el período presidencial.



La indicación número 1, del Honorable Senador señor Novoa, lo suprime.


- Sometida a votación la indicación número 1, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Novoa, en subsidio de la anterior, agrega, en el inciso primero, a continuación de la expresión inicial “universidades estatales”, lo siguiente: “que cuenten con clasificación de riesgo BBB+ (triple B más)”, y para sustituir el guarismo “2004” por “2003”.


- La indicación número 2 fue rechazada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Parra, elimina el inciso final.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
ARTÍCULO 3º


Exige a las universidades estatales, a contar del 1 de enero de 2005, publicar sus balances generales y estados financieros auditados. La forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros serán idénticos a los que se exijan a las Sociedades Anónimas abiertas. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3º de la ley Nº 18.045.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Parra, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 3º.- A contar del 01 de enero del año 2006, las Universidades Estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. La División de Educación Superior del Ministerio de Educación establecerá la forma, contenido y oportunidad de publicación de dichos estados, de manera que sean homologables con los de las demás instituciones de educación superior.”.





En el plazo especial abierto al efecto, S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el artículo 3º, por el siguiente.


“Artículo 3º.- A contar del 1 de enero del año 2006, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. La forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros, serán idénticos a los contenidos en el artículo 76 de la Ley N° 18.046. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la Ley Nº 18.045.”.


Los representantes del Ejecutivo manifestaron que su indicación repone básicamente la redacción inicial, reemplazando la mención a las sociedades anónimas abiertas por una referencia al artículo 76 de la ley Nº 18.046.


- La Comisión aprobó, con enmiendas de redacción, en la forma que se consigna en su oportunidad, la nueva indicación del Ejecutivo. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.


- Con idéntica votación se tuvo por rechazada la indicación número 4.

ARTÍCULO 4º


Prescribe que sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.


La indicación numero 5, del Honorable Senador señor Parra, lo suprime


- Fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

ARTÍCULO 5º


En su inciso primero, faculta a las universidades para establecer una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios de carrera o a contrata que prestan servicios en ellas, que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, si son mujeres, y comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas de sus contratos.


En su inciso segundo, concede a los beneficiarios derecho a percibir el equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año y fracción superior a seis meses de servicios prestados a la universidad, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores a la publicación de la presente ley, actualizados según el IPC determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


En su inciso tercero, declara que la bonificación será de cargo de la universidad empleadora y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. Añade que, además, será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral, pudiere corresponder al funcionario, en especial la establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.


En su inciso cuarto, prohíbe que los beneficiarios sean nombrados o contratados en la universidad en que prestaban servicios, sea a contrata o a honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Parra, reemplaza el inciso final por el siguiente:


“Los académicos que hayan alcanzado la calidad de profesor emérito u otra equivalente podrán ser contratados por la universidad respectiva en la modalidad que ella defina”.


En el plazo especial abierto al efecto, S.E. el Presidente de la República planteó indicación para reemplazar el inciso final del artículo 5º, por el siguiente:


“Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados bajo ninguna calidad en la universidad en que prestaban servicios, sea ésta de contrata o sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.





Los representantes del Ejecutivo señalaron que les parece que la indicación sustitutiva carece de sentido, porque lo que pretende el Gobierno es que no exista la posibilidad de recontratación en forma automática, razón por la cual la nueva indicación repone esta idea.





Explicaron que existe gran envejecimiento de las plantas académicas de las universidades del Consejo de Rectores y que se estima que hay profesores que elegirían ser contratados por universidades privadas, resultando perjudicadas universidades regionales que tienen pocos académicos. La indicación del Honorable Senador señor Parra obedecería a establecer una fórmula de excepción, para los profesores eméritos, que presenta la dificultad de abrir la disposición.





Hicieron presente que la calidad de “profesor emérito” no está definida legalmente, sino que existe sólo en los reglamentos de cada universidad, por lo que no hay certeza de que lo que se entiende hoy por tal tenga permanencia en el tiempo.





Los integrantes de la Comisión consideraron algunas fórmulas de redacción de la disposición que permitieran a los profesores eméritos conservar cierto número de horas en las universidades.





El Honorable Senador señor García se mostró partidario de fijar un límite de 12 horas para las nuevas contrataciones, para facilitar que los académicos jubilen, pero permanezcan vinculados a la universidad.





Los personeros del Ejecutivo aclararon que dicha vinculación laboral es posible con la redacción que originalmente tenía el precepto y que se repone por la nueva indicación del Ejecutivo, ya que si los funcionarios no reciben el bono pueden permanecer vinculados laboralmente en forma indefinida  a las respectivas universidades.





- Puesta en votación la indicación número 6, fue rechazada por dos votos contra uno. Se pronunciaron en contra de la indicación los Honorables Senadores señores Boeninger y Foxley. El Honorable Senador señor García votó a favor.





- La nueva indicación del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO





En el primer informe la Comisión de Hacienda señaló que, de acuerdo a lo expuesto en el Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, cuyos supuestos no han cambiado, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 3º


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 3º.- A contar del 1 de enero del año 2006, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. Para este solo efecto, la forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros, serán idénticos a los contenidos en el artículo 76 de la Ley N° 18.046. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la Ley Nº 18.045.”

(Unanimidad 4x0. Indicación nueva del Ejecutivo).

Artículo 5º


Reemplazar su inciso final, por el siguiente:


“Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados bajo ninguna calidad en la universidad en que prestaban servicios, sea ésta de contrata o sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación  nueva del Ejecutivo).

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Las universidades estatales serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su ley orgánica.


Con todo, sólo estarán afectas al trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:


a) Aprobación del presupuesto y sus modificaciones;


b) Enajenaciones de bienes raíces;


c) Reglamentos de carreras funcionarias y sus modificaciones;


d) Medidas que impliquen la supresión de empleo o la eliminación o destitución de algún miembro de la institución, y


e) Otras materias esenciales que señale el respectivo Estatuto.


Las materias no comprendidas en el inciso anterior quedarán exentas del trámite de toma de razón, sin perjuicio del cumplimiento de otras medidas de control posterior que disponga el Contralor General de la República en el ejercicio de sus atribuciones, con el objeto de asegurar la legalidad de los actos de las universidades estatales y hacer efectivas las responsabilidades que procedan.


Artículo 2º.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2004. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.


El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por esta ley, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.


Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


Las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Artículo 3º.- A contar del 1 de enero del año 2006, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. Para este solo efecto, la forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros, serán idénticos a los contenidos en el artículo 76 de la Ley N° 18.046. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la Ley Nº 18.045.


Artículo 4º.- Sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.


Artículo 5º.- Las universidades estatales podrán establecer una bonificación  por retiro voluntario para los funcionarios de carrera o a contrata que prestan servicios en ellas, que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, si son mujeres, y comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas de sus contratos.


Los beneficiarios de dicha bonificación tendrán derecho a percibir el equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año y fracción superior a seis meses de servicios prestados a la universidad, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores a la publicación de la presente ley, actualizados según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


La bonificación será de cargo de la universidad empleadora y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. Además, la bonificación será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral, pudiere corresponder al funcionario, en especial la establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados bajo ninguna calidad en la universidad en que prestaban servicios, sea ésta de contrata o sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


Acordado en sesión de fecha 22 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Edgardo Boeninger Kausel, Alejandro Foxley Rioseco y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 28 de junio de 2005.

                                          (FDO.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario.
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POR FAVOR, ESCANEAR 
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